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El objetivo del presente trabajo fue determinar la necesidad de evidenciar la motivación 
aparente en las disposiciones de archivo en la Primera Fiscalía Provincial Penal 
Corporativa de Arequipa, en adelante 1FPPCA, a efecto de no vulnerar la debida 
motivación. El enfoque utilizado fue el mixto, ya que combina los enfoques cuantitativos y 
cualitativos. El método de estudio empleado para la investigación fue la dogmática, 
exegética y funcional. El tipo de estudio es el descriptivo, empleándose un estudio de 
variables de forma independiente para posteriormente interrelacionarlas. La población de 
estudio estuvo conformada por 100 disposiciones de archivo emitidas en la 1FPPCA en el 
periodo del año 2018, asimismo, para delimitar la magnitud de la muestra se empleó la 
formula estadística de poblaciones finitas, obteniéndose como resultado una muestra de 
25 Disposiciones de Archivo. El muestreo fue no probabilístico por conveniencia, y el 
instrumento empleado fue la ficha de valoración del nivel de motivación de disposiciones 
de archivo mediante indicadores. Luego de aplicarse el mismo, se tuvo como resultados 
que, del total de la población, el 60% de las disposiciones de archivo emitidas en la 
1FPPCA cuentan con una debida motivación, sin embargo, el 28% incurre en motivación 
aparente, las cuales han sido analizadas pormenorizadamente, por último, el 12% restante 
presenta una motivación deficiente. 
 
iv 
Teniéndose como conclusiones que, al existir motivación aparente en las disposiciones 
de archivo analizadas, se puede concluir que existe una vulneración al derecho a la 
debida motivación de las partes, a razón de que el representante del Ministerio 
Público, en adelante MP, no hace un análisis adecuado de los presupuestos fácticos o 
normativos aplicables para el caso en concreto, asimismo, no realiza una correcta 
subsunción de los hechos con la norma. 
 


















































































The objective of this work was to determine the need to demonstrate the apparent 
motivation in the archiving provisions in the First Provincial Criminal Prosecutor's Office of 
Arequipa, in order not to violate due motivation. The approach used was the mixed one, 
since it combines quantitative and qualitative approaches. The method of study used for the 
investigation was the legal dogmatic, exegetical and functional. The type of study is the 
descriptive one, given that it carries out a study of the variables independently and then 
interrelates them. The study population was made up of 100 filing provisions issued in the 
First Corporated Criminal Provincial Prosecutors Offices of Arequipa. Likewise, the 
statistical formula for finite populations was used to determine the sample size, obtaining a 
sample of 25 File Provisions. The samplings were not probabilistic for conveniences, and 
instruments used were the file disposition observation sheet, and the file for assessing the 
level of motivation of File Provisions through indicators. After applying them, it was obtained 
that, of the total population under study, 60% of the file provisions issued in First 
Corporated Criminals Provincial´s Prosecutors Offices of Arequipa, have due motivation, 
however, the 28% incur apparent motivation, and finally, the remaining 12% have poor 
motivation. Having as conclusions, that there is apparent motivation in the archiving 
provisions, so it can be concluded that´s 
 
vi 
there is a violations of rights to due motivation of the parties, since the representative the 
MP does not make an adequate analysis of the factual or regulatory budgets applicable 
specifically, it also does make correct subsumption of the facts with the norm. Keywords: 
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El presente trabajo de investigación encuentra motivación en una problemática de 
suma importancia y relevante en el ámbito penal, como es la vulneración del derecho a 
la debida motivación en las decisiones fiscales, para lo cual, se ha optado por delimitar 
el ámbito de estudio para un mejor desarrollo de la investigación, centrándonos 
únicamente en las disposiciones de archivo emitidas por la 1FPPCA, a efecto de 
determinar la existencia de motivación aparente, lo que vulneraría derechos 
constitucionales, como el de la tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, es por 
ello, que tomando en cuenta esta realidad problemática, orientamos la investigación 
mediante el planteamiento del siguiente problema de investigación: ¿Por qué sería 
necesario evidenciar la motivación aparente en las disposiciones de archivo en la 
1FPPCA, a efecto de no vulnerar la debida motivación. 
 
Para nuestro acometido, en el primer capítulo hacemos un desarrollo de la realidad 
problemática, estableciéndose así los problemas principales y secundarios de nuestra 
investigación, y en base a ello, se determinará los objetivos planteados, y por último, la 
justificación del tema. Por otro lado, en el segundo capítulo abordamos el marco 
teórico, en el cual se desarrollan conceptos relevantes relacionados con las variables 
de la investigación, como la debida motivación y la motivación aparente dentro de las 
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decisiones fiscales, y cuestiones importantes a tener en cuenta al momento de emitirse 
la Disposición de Archivo, implicancia en cuanto a los derechos fundamentales 
vulnerados y abordaje jurídico y jurisprudencial. En el tercer capítulo, se desarrolla el 
marco metodológico, en el cual se procede a exponer los instrumentos empleados 
para analizar el estado de la cuestión de nuestra investigación. 
 
En el cuarto capítulo, se plasman los resultados obtenidos en la investigación, ello 
luego de realizar el levantamiento de la información con ayuda del instrumento 
elaborado, la ficha de valoración de la motivación fiscal mediante indicadores, para 
luego relacionarlos con los antecedentes y objetivos de nuestra investigación, lo que 







































































1.1. Descripción de la realidad problemática 
 
La presente investigación gira en torno a un derecho constitucionalmente 
reconocido y que en la actualidad ha sido desarrollado profundamente por la 
jurisprudencia nacional, y por un gran número de juristas que han contemplado 
dicho derecho como uno de los más importantes para la no vulneración del debido 
proceso, pues bien, tal derecho es el de la debida motivación. 
 
Siendo ello así, es necesario determinar el concepto de la debida motivación, 
partiendo de esta premisa, la Constitución Política del Perú, en adelante C.P.P, 
positiviza en el art. 139, inc. 5, el derecho fundamental a la debida motivación, en 
adelante DM, refiriendo en esencia que es una garantía de la función 
jurisdiccional, en la cual se exige la motivación escrita de las Resoluciones 
Judiciales en todas las instancias, a excepción de las actuaciones de mero trámite 
como lo son los decretos (C.P.P, 1993). 
 
Empero, es menester mencionar que, si bien en el citado artículo se consagra un 
derecho fundamental, este no es desarrollado ampliamente, siendo necesaria una 
interpretación para definir y determinar los ámbitos de protección sobre el 
mencionado derecho. Esta función le corresponde al Tribunal Constitucional, en 
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adelante TC, el cual ha emitido sendas sentencias delimitando el ámbito 
sustancial del derecho a la debida motivación de las decisiones jurisdiccionales, 
así como los supuestos de transgresión del mismo. 
 
En efecto, el TC en el Exp. Nro. 1480-2006-AA/TC, ha señalado que el derecho a la 
debida motivación de las resoluciones, en síntesis, es que los magistrados al resolver 
los conflictos jurídicos o incertidumbres jurídicas deben expresar de una manera 
objetiva el razonamiento y justificación que concluye en una decisión. Dicho 
razonamiento no debe de proceder únicamente de las normas vigentes en nuestro 
ordenamiento jurídico, sino de su correcta aplicación al caso en concreto, siendo dicha 
actividad, la función principal de los magistrados en el ámbito procesal. 
Siendo ello así, se discierne que el derecho a la debida motivación es una garantía 
de los justiciables frente a la posible inconsistencia o iniquidad de un magistrado al 
momento de resolver un caso, de tal manera que las partes del proceso deben 
conocer claramente los motivos y fundamentos por las cuales se ha llegado a una 
decisión en específico, sin importar que pueda ser favorable o desfavorable para 
ellos, para proceder así, a realizar los actos indispensables para la defensa de sus 
derechos. 
 
Este concepto a su vez, encuentra mayor desarrollo en el Exp. N° 1744-2005-
PA/TC, en el cual, en los votos singulares de los miembros del TC, Gonzales 
Ojeda y Alva Orlandini han detallado que el tenor constitucionalmente protegido 
del derecho a la debida motivación queda precisado en seis presupuestos. En la 
presente investigación, nos centraremos únicamente en uno de ellos, a efecto de 
realizar un mayor desarrollo dogmático e investigativo, abordando entonces 
únicamente el concepto de la motivación aparente. 
 
En ese sentido, debemos de entender que la motivación aparente es una decisión 
adoptada por el magistrado, en la cual, la motivación es inexistente o como el 
mismo nombre lo refiere, es aparente, dado que no da precisiones claras ni 
lógicas sobre las justificaciones o fundamentos que conlleven a la decisión judicial 
adoptada, en 2 
vista de que no responden los alegatos de las partes, o se limita a procurar dar un 
cumplimiento formal a la resolución del caso, justificándose en argumentos sin 
sustento factico o jurídico (Exp. Nro. 3943-2006-PA/TC). 
 
Es menester aclarar, que los magistrados no solo actúan como simples 
aplicadores de la norma, sino que antes deben de establecer los hechos, y 
consecuentemente seleccionar la norma adecuada, interpretarla y establecer el 
material factico. Asimismo, deberán tomar decisiones sobre cada una de ellas, las 
cuales concluirán en la sentencia, por tanto, el juez debe contrastar los hechos 
con el marco normativo, y administrar justicia. 
 
Tales argumentos nos conducen a una pregunta en esencia, ¿La debida motivación 
también es de obligatorio cumplimiento para los Fiscales?, la respuesta a dicha 
pregunta es que el derecho a la debida motivación no solo alcanza a los jueces, sino 
también, al representante del MP, siendo el Fiscal, el funcionario público al cual se le 
ha brindado constitucionalmente la persecución de la acción penal. 
 
Esto último se encuentra respaldado con la Sentencia del TC, recaída en el Exp. 
N.° 4437-2012-PA/TC, precisándose en el fundamento de dicha sentencia, 
concretamente en el punto Nro. 05, que la debida motivación de las decisiones de 
entidades públicas -pudiendo ser estas de carácter jurisdiccional o no- deben 
contener el análisis jurídico de parte del órgano decisor, y para el presente caso, 
los fiscales al resolver una investigación, deben describir y expresar claramente el 
razonamiento o justificación de carácter objetivo que desembocan en una 
determinada decisión, lo que implica que exista congruencia entre lo pedido y lo 
resuelto, y a su vez, se exprese una justificación suficiente de la decisión final. 
 
En base a ello, el TC ha precisado que el derecho a la DM de las decisiones fiscales 
también es vulnerado cuando la motivación es aparente, permitiéndonos advertir que 
en efecto una decisión fiscal, sea una disposición u otra análoga, puede incurrir en el 
vicio de la motivación aparente, lo que permite sostener la realidad problemática de 
nuestra investigación. Por otro lado, es pertinente resaltar que los 
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Fiscales emiten una decisión a fin de ejercitar la acción penal de oficio o a pedido 
de parte, con la finalidad de que la presunta conducta ilícita no quede impune, 
llevándose a cabo una investigación, la cual tiene como finalidad recopilar 
elementos de convicción suficientes y pertinentes para determinar la 
responsabilidad del autor, o en todo caso, su inocencia. 
 
Ahora bien, corresponde hacer una delimitación sobre los tipos de resoluciones 
emitidas por los Fiscales, las cuales están especificadas en el art. 122° del Nuevo 
Código Procesal Penal Peruano, de ahora en adelante abreviado como NCPP, 
tomando como objeto de estudio únicamente a las Disposiciones de Archivo. Para 
ello, cabe definir que es una Disposición de Archivo, teniéndose que esta se emite 
cuando el Fiscal al calificar la denuncia o después de haber dispuesto la realización de 
diligencias preliminares necesarias para esclarecer los hechos materia de 
investigación, considera que dichos hechos no revisten de ilicitud alguna, no son 
justiciables penalmente, o se presentan causas de extinción previstas en la ley, por lo 
cual, declarara que no procede formalizar y continuar con la investigación 
preparatoria, ordenando el archivo de la investigación (NCPP, 2016). 
 
Es necesario resaltar la importancia de las Disposiciones de Archivo, dado que, en 
estas el Fiscal analizará de una manera objetiva todos los elementos de 
convicción recabados a lo largo de la investigación preliminar, así como la 
subsunción de los hechos al tipo penal adecuado –tipicidad objetiva o subjetiva-, 
determinando así la posible concurrencia o inexistencia del delito o alguna causa 
de extinción prevista en la norma, lo que impediría proseguir a la siguiente etapa 
del proceso penal, en ese entender, debe considerarse que esta disposición 
merece una adicional carga argumentativa de justificación, ya que por medio de 
esta se puede dar fin al proceso penal. 
 
Entiéndase entonces que, si el Fiscal incurre en motivación aparente, al no dar 
precisiones claras ni lógicas sobre las justificaciones o razones que conlleven a la 
decisión de archivar el caso, o se limita a dar un cumplimiento formal a la 
resolución, 4 
justificándose en argumentos sin sustento fáctico o jurídico, se estaría vulnerando 
el derecho de la parte denunciante a la debida motivación de las decisiones 
fiscales, debiéndonos referir solamente a este, ya que de disponerse el archivo de 
los actuados, esto beneficiaria a la parte denunciada, puesto que no se pasaría a 
la siguiente etapa del proceso penal, la cual es, la investigación preparatoria, ello 
no en base a una debida investigación en la que se demuestre la inocencia del 
denunciado o la falta de concurrencia del delito denunciado, sino como resultado 
de una indebida motivación, que a todas luces vulneraría derechos protegidos por 
nuestra carta magna, siendo estos, insuperables bajo cualquier contexto al estar 
inmersos en un estado de derecho. 
 
A partir de ello, y dada la importancia del presente trabajo, es necesario analizar 
Disposiciones de Archivo, a efecto de evidenciar posibles motivaciones aparentes, 




1.2. Formulación del problema 
 
1.2.1.  Problema principal 
 
¿Por qué sería necesario evidenciar la motivación aparente en las disposiciones 
de archivo en la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Arequipa, a 
efecto de no vulnerar la debida motivación? 
 
1.2.2.  Problemas secundarios 
 
¿Cuál es la naturaleza jurídica de la motivación aparente? 
 
¿Cuál es la naturaleza jurídica de la debida motivación? 
 
¿Cuál es la naturaleza jurídica de las disposiciones de archivo en sede fiscal? 
¿Cuáles son las características de la motivación aparente en las disposiciones 









1.3.1.  Objetivo General 
 
Determinar la necesidad de evidenciar la motivación aparente en las disposiciones 
de archivo en la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Arequipa, a 
efecto de no vulnerar la debida motivación. 
 
1.3.2.  Objetivos específicos 
 
- Analizar la Naturaleza Jurídica de la motivación aparente. 
 
- Analizar la Naturaleza Jurídica de la debida motivación. 
 
- Analizar la Naturaleza Jurídica de las disposiciones de archivo en sede fiscal. 
 
- Analizar las características de la motivación aparente en las disposiciones 
fiscales mediante indicadores de evaluación. 
 
 
1.4. Fundamentación o justificación del tema 
 
La presente investigación se justifica porque pretende efectuar un análisis sobre la 
vulneración a la debida motivación de las decisiones fiscales que se presentan 
mediante una motivación aparente en las disposiciones de archivo emitidas en la 
1FPPCA, hecho que no solo generaría arbitrariedad, sino perjuicio a la víctima y/o 
denunciantes, ya que se presenta una sensación de impunidad y desconfianza en 
el sistema, asimismo, una evidente vulneración al debido proceso y tutela 
jurisdiccional efectiva. 
 
La relevancia jurídica radica en la importancia de emitir disposiciones de archivo 
debidamente motivadas y fundamentadas a fin de que no se incurra en una 
motivación aparente, lo cual vulneraría diversos derechos fundamentales, siendo 
los más relevantes: el derecho al debido proceso y el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, debiéndose tener presente que nos encontramos en un 






Por ello, es completamente necesario estudiar la problemática no solo desde una 
perspectiva dogmática o teórica, sino también desde una perspectiva práctica, 
procediendo a realizarse un análisis de las disposiciones de archivo emitidas en la 
1FPPC, y así determinar la existencia de motivación aparente en las mismas, y al 
determinarse esta problemática, aportar conocimiento. 
 
La relevancia social del estudio radica en evidenciar si las disposiciones de 
archivo efectivamente están debidamente motivadas, aplicando justificaciones 
lógicas y coherentes, en base a la premisa fáctica y jurídica del caso en concreto, 
lo cual generaría seguridad jurídica en los sujetos procesales, y generaría a su 
vez, que los ciudadanos que se encuentran inmersos en procesos penales en 
sede fiscal, cuenten con disposiciones de archivo que argumenten de forma 
apropiada, la concurrencia o no del delito, para así pasar a la siguiente etapa de 
investigación. La relevancia metodológica del estudio radica en el hecho que 
servirá para establecer la realidad de este problema y demostrar la vulneración al 
derecho a la DM, al no realizarse un debido análisis lógico jurídico del tipo penal 
denunciado, tanto en su tipicidad objetiva y subjetiva, así como también al debido 
análisis de los elementos de convicción recabados por parte del MP. Por ende, la 
investigación servirá como antecedente para futuras investigaciones relacionadas 
con el Derecho Penal, asimismo, servirá para que otros investigadores puedan 
estudiar la problemática propuesta en la presente tesis, en base a los datos 












































a) Balbaro & Ortiz (2018), realizaron la investigación titulada: “Directrices de una 
correcta motivación de las sentencias de carácter judicial en base a la Teoría 
de la Imputación Objetiva”. Dónde se analizó la aplicación de aquellos 
fundamentos dogmáticos de la imputación objetiva para una debida motivación 
de las sentencias penales, en los casos vistos en el Juzgado Penal Unipersonal 
de Pampas – Tayacaja, año 2017. El tipo de estudio fue jurídico social. 
Respecto a la población, estuvo constituida por las sentencias penales emitidas 
en el año 2017, por el Juzgado Penal Unipersonal de Tayacaja. Asimismo, para 
la muestra se emplearon 25 sentencias penales correspondientes al Juzgado 
Penal Unipersonal de Pampas – Tayacaja. Teniéndose como resultados, luego 
del análisis respectivo de las estadísticas obtenidas a la cuestión de si los 
fundamentos dogmáticos de la imputación objetiva se relacionan con la debida 
motivación probatoria que, de las sentencias observadas, en el 88% de ellas 
esta relación no está presente, mientras que en el 12% restante, esta relación 
si es evidente. 
 
b) Namuche Cruzado, Clara (2015), en su tesis de maestría, realizó un estudio 
relacionado a la inexistencia de una adecuada justificación de las sentencias 
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para con el delito de violación sexual, en la ciudad de Lima en el año 2015, 
cuyo objetivo fue delimitar la carencia de motivación de las sentencias dictadas 
por un magistrado, haciendo uso de la legislación nacional así como de la 
jurisprudencia, el diseño empleado en este estudio fue el cualitativo, la 
población estudiada la comprendieron profesionales del derecho que tenían 
participación con los juzgados de primera y segunda instancia, así como 
Fiscales de Carabayllo, a los cuales se les aplicó un cuestionario referido al 
tema de investigación, teniendo como resultado que la decisión que emana de 
un juez, y que se plasma en una sentencia, no puede ser fundada en aspectos 
subjetivos al momento de valorar la prueba, por ende, se tiene un nivel de 
motivación deficiente. 
 
c) Ramos & Córdova (2015), en su tesis de maestría, realizaron un estudio 
denominado “Motivación y prisión preventiva como garantía de un debido 
proceso en la CSJ Loreto, 2011 – 2013”, cuyo objetivo fue demostrar que el 
dictado de prisión preventiva, en su gran mayoría, afecta la garantía de 
motivación de las sentencias. El tipo de investigación que utilizaron los 
investigadores fue la causal explicativa y el método fue descriptivo, dogmático, 
inductivo, deductivo, histórico y analítico. El Diseño fue descriptivo comparativo. 
Por último, se obtuvo como resultado la inexistencia de una adecuada, 
suficiente y reforzada motivación al momento de emitir un fallo respecto a una 
prisión preventiva, afectando, por ende, derechos fundamentales. 
 
d) Espinoza & Enciso (2018), en su tesis de grado realizaron un estudio denominado: 
“La prueba por indicios en el proceso penal a razón de las debidas motivaciones 
jurisdiccionales en Lima Sur en el período 2017-2018”. En el cual, se tiene como 
problema principal, la importancia que tiene una debida motivación en la prueba 
por indicios, teniéndose por objetivo determinar los criterios que se debe establecer 
para una adecuada valoración de hechos a partir del estudio de las pruebas por 
indicios, en el cuál, se llegó a la hipótesis que existe un problema 
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por falta de criterio para fundamentar la prueba indiciaria, vulnerando así el 
derecho fundamental de la debida motivación. En el aspecto metodológico, se 
enfocó en un paradigma positivista porque se observó dentro del marco de las 
leyes, la realidad o el fenómeno social analizado, se aplicó el método descriptivo 
porque identificó el aspecto explicando los fenómenos de la realidad. Como 
población, se aplicó la jurisdicción de Lima Sur, y como muestra, únicamente los 4 
jueces especialistas del Juzgado Penal. Se tuvo como resultados, que el 40% de 
las resoluciones casi nunca tienen una explicación lógica en cuanto a la prueba 
indiciaria, mientras el 60% indica que denota una existencia de debilidad en cuanto 
a la explicación de la prueba indiciaria, lo que determina la existencia de un 
problema en la falta de criterio, vulnerándose así el derecho fundamental de la 
debida motivación en la jurisdicción de Lima Sur. 
 
e) Urtecho, M. (2017), en su tesis de postgrado realizó una investigación referida 
a la correcta motivación de las sentencias, respecto a una detención 
preventiva, teniendo en consideración las garantías de la persona a la que se le 
quiere imponer dicha medida, esta investigación tuvo lugar en Ancash en el 
año 2012 al 2013. Cuya problemática principal fue determinar la motivación de 
las decisiones del magistrado de dicha ciudad, en cuanto a la figura de 
detención preventiva, el tipo de estudio fue mixto, dogmático y empírico. La 
presente obtuvo como resultado, que en efecto hay un uso desmedido de esta 
figura preventiva de detención, que a su vez afecta diversos principios y 
derechos, teniendo sentencias con motivación aparente. 
 
f) Castro, J. (2019), realizó la tesis de postgrado referido al estudio de la motivación 
de las decisiones judiciales emitidas por el juzgado unipersonal penal en la ciudad 
del Collao, en el año 2015. La cual tuvo como objetivo, determinar si dichas 
decisiones emitidas por el mencionado juzgado presentan algún vicio en cuanto a 
los medios de prueba, los resultados de esta investigación fueron, que las 
sentencias emitidas no cuentan con una motivación adecuada ya que los 
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magistrados que laboran en dicho juzgado no solo conocen temas de índole 
penal. 
 
g) Huarancca, G. (2018), en su tesis de maestría referida a la calidad de las 
resoluciones penales en la ciudad de Ayacucho, 2015, tuvo como objetivo 
determinar la calidad de dichas resoluciones a fin de poder evidenciar posibles 
errores en cuanto a su motivación. El tipo de estudio de la presente fue 
descriptivo e interpretativo, teniendo como resultado que dichas resoluciones 
penales no contaban con un orden claro, las mismas que evidenciaban una 
fundamentación incoherente, vulnerando así derechos consagrados en la 
constitución. 
 
h) Rengifo & Silva (2018) en su tesis de pregrado denominada “La investigación 
preliminar compleja y su debida motivación en las fiscalías penales de la Provincia 
Coronel Portillo, 2017”. Tuvo como objetivo demostrar la existencia de una relación 
significativa entre una disposición fiscal que declara compleja la investigación 
preliminar, con la debida motivación en las Fiscalías Penales de la Provincia 
Coronel Portillo. La metodología empleada ha sido una investigación jurídica de 
nivel básico, de tipo descriptivo correlacional. La delimitación del estudio en el 
carácter temporal, es en el primer semestre del año 2017. La población de estudio 
para el caso de la investigación fue en la sede de las fiscalías penales de la 
provincia de Coronel Portillo, donde se entrevistó a jueces penales, jueces 
superiores, fiscales penales y abogados litigantes. Teniéndose como instrumentos, 
las entrevistas realizadas a los profesionales anteriormente mencionados, y el 
empleo de un cuestionario para determinar el grado de motivación de las 
disposiciones que declaran compleja una investigación. Teniéndose como 
resultados, que la complejidad de la investigación preliminar y su debida motivación 
en las fiscalías penales de la Provincia de Coronel Portillo, se encuentran 
relacionadas, siendo el nivel de motivación limitado, debido a que los fiscales al 
momento de realizar sus actuaciones no respetan la 
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constitución ni la ley. 
 
i) Salazar (2019), en su tesis de pregrado denominada “La carga laboral en la 
motivación de las disposiciones que otorgan un plazo distinto a las diligencias 
preliminares”. Tuvo como objetivo central, el de señalar la conexión entre la 
carga laboral de un Despacho Fiscal y la motivación de las Disposiciones que 
otorgan un plazo distinto a las diligencias preliminares. La metodología utilizada 
en la investigación ha sido de nivel jurídico básico, de tipo descriptivo. La 
delimitación del estudio en el carácter temporal, es la carga laboral de los años 
2012, 2014 y 2016. En cuanto a la población, se tomaron en cuenta las sedes 
de las Fiscalías Provinciales Penales Corporativas de Cajamarca, donde se 
determinó la carga en estos años. Teniéndose como instrumentos, entrevistas 
realizadas a los representantes del MP, y el empleo de una ficha de 
observación documental. Teniéndose como resultados, que en atención a la 
investigación realizada, se determinó que la carga laboral se relaciona con el 
incremento de las disposiciones que contienen una motivación indebida. 
 
j) Ortiz (2015), en su tesis de maestría denominada: “La motivación en las 
sentencias emitidas por el TC y la materialización de estas en las decisiones 
fiscales, Arequipa, 2013-2014”. Tuvo como objetivo dar a conocer las reglas 
que el TC ha establecido en cuanto a la motivación de los actos del MP, ello 
con el fin de evidenciar si en la fiscalía de la ciudad de Arequipa se tienen en 
cuenta estas reglas de motivación. El tipo de estudio fue el descriptivo. 
Teniendo como resultado que, el MP de la ciudad de Arequipa no cumple con 
dichas reglas dadas por el TC, hecho que se suscitaría debido al gran volumen 
de investigaciones con las que cuentan. 
 
 
2.2. El Ministerio Público 
 






Para comenzar a abordar el tema de investigación, cabe hacer un breve análisis 
de la figura del Fiscal en la historia de nuestro país, partiendo de esta premisa, es 
menester precisar que este funcionario público en el año 1854, era principalmente 
un protector de la hacienda nacional, siendo establecida sus funciones por la Real 
Audiencia de Lima y posteriormente por la Real Audiencia de Cusco. Asimismo, en 
el año 1825, los miembros del MP guardaban estrecha vinculación con el aparato 
judicial, sin embargo, no se les consideraba como organismo (Basadre, 1968, pág. 
151). 
 
En la CPP de 1826, se hace mención expresa sobre la figura del Fiscal, indicándose 
que este funcionario guardaba una relación estrecha con la Corte Suprema, en ese 
sentido, en el estatuto político del año 1828, se precisa que la Corte Suprema estaba 
conformada por 07 vocales y 01 Fiscal. Por otro lado, se hace referencia, además, a 
que existía un Fiscal a nivel de las Cortes Superiores y, por último, en primera 
instancia, se hace mención a la figura de los Agentes Fiscales (CPP, 1826). En 1855, 
al aprobarse la ley sobre organización del MP, se detalló que los Fiscales de las 
Cortes y Agentes Fiscales, tenían como función, velar que todo trabajador del estado 
con poder de decisión, respete la normativa vigente y la CPP, y de no cumplirse con 
ello, se daba parte al Congreso sobre dicho incumplimiento, para que se tome las 
medidas correspondientes, otra función de los miembros del MP era examinar las 
instalaciones del Estado, como son las oficinas y/o cualquier establecimiento de 
propiedad del mismo, para hacer cumplir las normas legales y reglamentarias 
vigentes, y por último, cautelaba que las elecciones se llevaran a cabo con plena 
libertad y en los tiempos designados (Chirinos, 2006). 
 
Un dato importante a resaltar, es que, en el año 1863, se promulgó y entro en vigencia 
el Código Penal y de Enjuiciamiento. En los cuales se positiviza y regula 
específicamente las atribuciones del MP, refiriéndose por primera vez, que el fiscal es 




En (1930), entró en vigencia el Código referido a los Procedimientos en Materia 
Criminal, en el cual, en el art. 02, indicaba que la acción penal era pública, siendo 
asumida por el Fiscal, a su vez, se encomienda su organización, competencia y 
constitución al Ministerio de Justicia. 
 
Sobre sus funciones en el proceso penal, en primer término, se debe mencionar que 
dicho proceso se dividía en 02, la etapa de instrucción que es en donde el juez 
instructor la iniciaba de oficio, a solicitud del agraviado, o del MP a través de una 
denuncia, acciones con las cuales podemos inferir que el MP no era el único que 
podía ejercer la acción penal. Y la etapa de juzgamiento, la cual estaba a cargo el 
Tribunal Correccional, donde el MP dictaminaba en el juicio oral y acusaba. 
 
Ahora bien, en la CPP de 1933, se reguló las funciones que debían de 
desempeñar los Fiscales adscritos a las diferentes Cortes y Juzgados, asimismo, 
en el año 1936, el presidente Oscar R. Benavides, creó la figura de los 
Procuradores Generales de la República, a los cuales se les había encomendado 
la protección y defensa de los intereses del Estado, quitándole esta función a los 
representantes del MP (Ley N° 17537, 1969). 
 
Cabe resaltar, que hasta este periodo los Fiscales formaban parte del Poder 
Judicial, en adelante PJ, no fue hasta el año de 1993, donde la CPP, consideró 
como titular de la acción penal pública al MP, acción que podía ser actuada de 
oficio, o a instancia de parte, en este último caso, por el agraviado a través de una 
denuncia, conduciendo la investigación del delito desde el inicio, para lo cual, 
cuenta a su vez con la ayuda de la Policía Nacional del Perú, en adelante P.N.P, 
estando obligada esta institución a cumplir con lo ordenado por el MP, en el 
ámbito de su función (CPP, 1993). 
 
2.2.2. Marco histórico de la Motivación 
 
Comenzando a abordar el tema medular de la presente investigación, es menester 
realizar un pequeño resumen respecto al cambio histórico que tuvo el deber de 
motivar las decisiones judiciales, ya que se sabe que no siempre se consideró 
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figura como una garantía jurisdiccional irrestricta para garantizar un debido 
proceso, como en los actuales sistemas jurídicos. Partiendo de ello, en el derecho 
romano las resoluciones judiciales no tenían la obligatoriedad de ser motivadas ni 
justificadas, al no hacerse mención en la norma sobre este requisito (Alliste, 2001, 
pág. 42). 
 
En el mismo sentido, el jurista Osvaldo Alfredo Gozaini (2004), indica que, en el 
derecho romano, se desarrolló una forma peculiar al momento de resolver 
determinada controversia, la misma que consistía en dictar fallos haciendo uso de 
la jurisprudencia ocular, no habiendo obligatoriedad alguna de los juzgadores a 
especificar la ratio decidendi de sus decisiones adoptadas, debido a que esta 
actividad estaba reservada solo para la clase social alta de aquel entonces, en 
donde solo importaba el prestigio del magistrado para revestir de validez su 
decisión. 
 
Contrariu sensu, para el autor Jorge Tomas Marrone (2001), al carecer de algún 
tipo de normatividad en donde se obligue al juzgador a motivar sus decisiones, 
existía una norma implícita, sosteniendo esta hipótesis, dado que al realizar un 
estudio de archivos históricos de dicha época, al ser el juez escogido por los 
sujetos procesales, y teniéndose que dictar la sentencia en base a lo actuado y 
probado dentro del proceso, se concluiría que dichas decisiones no eran 
arbitrarias y acorde a apreciaciones subjetivas, sino que eran adoptadas conforme 
a lo actuado dentro del proceso. 
 
Pasando a otra época, es pertinente mencionar la Edad Media, en la cual 
prevaleció el derecho Justiniano, siendo menester resaltar, que en este marco 
temporal era necesario aportar las razones que fundamentaban la resolución 
judicial, denominada también como brocárdicos latinos. Sin embargo, aún no se 
requería una motivación o justificación rigurosa que garantice la justificación de la 
decisión adoptada en base a una estructura lógica de un conjunto de argumentos 
(Colomer, 2003, pág. 26). 
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No obstante, los ciudadanos de diversos estados comenzaron a manifestarse, ello 
exigiendo la motivación de las decisiones judiciales, ya que era evidente el gran 
poder que tenían los jueces como funcionarios públicos que administraban justicia 
en esta época, pese a estas manifestaciones, no se llegó a instaurar dicha 
obligatoriedad de motivar por parte de los jueces, los mismos que en respuesta a 
este requerimiento, indicaban que solo eran comisionados de los reyes y/o 
príncipes, al estar inmersos en una monarquía, no pudiéndose cuestionar las 
decisiones de la realeza (Villamil, 2004). 
 
Por último, cabe mencionar la Revolución Francesa, época donde se habría 
consagrado la abolición de la monarquía y la consolidación de la república como 
nuevo sistema de gobierno, se consolida el estado de derecho, y por ende se 
instauró la obligación de motivar las decisiones que emanaban de un juez, 
limitando así las funciones y decisiones de los juzgadores al momento de dar sus 
fallos. En atención a ello, la motivación a partir de esta época es un requisito 
necesario e imprescindible del pronunciamiento jurisdiccional (Peyrano, 2011). 
 
Para el maestro Michelle Taruffo (2009) la DM de las decisiones de los 
magistrados pertenecientes al fuero jurisdiccional, se consagra como un deber y 
obligación a partir de 1790. 
 
En torno a ello, se considera que este nuevo modelo de gobierno fue la base para 
el nacimiento del moderno proceso judicial, así como de las funciones de los 
magistrados, siendo la motivación judicial obligatoria y ya no facultativa. 
 
Ahora, entrando a una época más contemporánea, cabe señalar que cuando se 
culmina la segunda guerra mundial, la figura de la motivación en las resoluciones 
judiciales se hace indispensable debido a que, ya se empezaba a considerar la 
misma como una garantía fundamental acogida por diferentes ordenamientos de 





Asimismo, debemos señalar que la acción de motivar también se encuentra 
estipulada en las normas adjetivas, las cuales están destinadas a regular la 
realización de la función jurisdiccional del Estado. En conclusión, existe una doble 




2.3. Marco Normativo 
 
2.3.1. De Orden Constitucional 
 
En nuestro País, la debida motivación se ha regulado a través del art.139°, inciso 
5 de nuestra CPP. Donde se considera a la motivación como un principio ligado a 
la función jurisdiccional, la misma que consiste en indicar por escrito la norma 
aplicable para un caso determinado, teniendo en cuenta los fundamentos de 
hecho que la respaldan. 
 
2.3.2. De Orden Procesal 
 
En el art. 64°,1 del NCPP se hace mención a que tanto las disposiciones, 
requerimientos y conclusiones formuladas en sede fiscal deben ser motivadas y 
específicas, a su vez, en el Art. 112, numeral 5 del mismo cuerpo legal, se 
consagra que, las disposiciones y requerimientos son actos del Ministerio Público, 
los cuales deben ser motivados. 
 
 
2.4. Base Teórica 
 
2.4.1. El Ministerio Público 
 
El MP al ser un organismos autónomo en nuestro País, tiene una organización propia 
que no depende de otra institución estatal o poder del estado, ello conforme al artículo 
158° de la CPP de 1993, estando conformado en primer término, como la figura de 
mayor jerarquía, por el Fiscal de la Nación, el cual es elegido por la junta de Fiscales 








En segundo término, se tiene a los Fiscales Supremos, los cuales están a cargo 
de las Fiscalías Supremas, siendo distribuidas según materia (Penal, Civil, 
Contencioso Administrativo y Control Interno). Se debe tener en cuenta que 
existen únicamente 5 Fiscales Supremos. En tercer término, se tiene a los 
Fiscales Superiores, los cuales se encargan de resolver en segunda instancia los 
casos puestos a su conocimiento. 
 
Por último, se tiene a los Fiscales Provinciales, siendo aquellos que se encargan 
de recibir, calificar e impulsar las diferentes denuncias realizadas por la ciudadanía 
en general, ello en el marco de sus funciones y jurisdicción. 
 
Habiéndose señalado precedentemente las jerarquías dentro del MP, cabe definir 
la figura del Fiscal, indicando el maestro Claus Roxin (2000), que es un funcionario 
público con poder de decisión, siendo un guardián de la legalidad, que únicamente 
sirve al derecho, interviniendo únicamente cuando están en juego normas de 
carácter imperativo o los derechos fundamentales de los habitantes de nuestro 
Estado. 
 
2.4.2. Funciones del Ministerio Público 
 
2.4.2.1. Funciones Reguladas a nivel Constitucional 
 
Las funciones del MP se encuentran reguladas en la CPP vigente, en el 
artículo 159°, el cual indica que, el MP al ser autónomo realiza sus funciones a 
pedido de parte o actuando de oficio, estas acciones las realiza en aras de 
proteger la legalidad de los intereses públicos de las personas, así como del 
estado. Asimismo, el MP tiene como función, vigilar la independencia de los 
diferentes órganos jurisdiccionales, y por la correcta administración de justicia, 
cabe mencionar que el MP también es el encargado de representar a la 




Sobre sus funciones referentes al ámbito de investigación, el MP conduce 
 
primigeniamente la investigación del hecho delictivo, contando con apoyo de 
 
la, la P.N.P. 
 
2.4.2.2. Funciones Reguladas en la Ley Orgánica del Ministerio Publico 
 
Las funciones de los representantes del MP, se encuentran previstas en el 
art. 1° de la LOMP, las cuales consisten en defender la legalidad, los 
derechos de los ciudadanos y los intereses públicos, así mismo tiene como 
función, representar a la sociedad en un litigio, defendiéndola en su 
conjunto. 
 
En lo referente a la investigación penal, se le ha encomendado la 
persecución del delito al ser titular del mismo, y la reparación civil. Aunado 
a ello, también tiene como función, el de prevenir la comisión de algún 
ilícito, amparando su actuación en base al ordenamiento jurídico del 
Estado Peruano. 
 
2.4.2.3. Funciones Reguladas en el Código Procesal Penal 
 
Las funciones del MP, se encuentran reguladas en el artículo 60° del 
NCPP, determinándose que está entidad reviste de titularidad para dar 
inicio a la acción penal, la misma que puede empezar a instancia de parte, 
por notitia criminal ante la policía o por acción popular. 
 
En cuanto a la investigación penal, el fiscal la conduce desde su génesis -
la investigación del posible hecho delictivo-, para ello cuenta con el apoyo 
de la P.N.P, la misma que se encuentra obligada a cumplir con los 
mandatos del MP, en el ámbito de sus funciones. 
 
A su vez, según San Martin (2015), el MP tiene dos roles conferidos por el 
NCPP, siendo el primero, ser el conductor de la investigación preliminar y 
preparatoria, teniendo facultad de decisión para poder archivar, sobreseer 
o acusar, en base a los elementos de convicción obtenidos durante la 
investigación, los mismos que podrán determinar la responsabilidad penal 
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del imputado. En segundo lugar, como acusador en el juicio oral, teniendo 
la obligación de intervenir en todo el desarrollo del proceso. Y, por último, 
tiene un rol vinculado como parte recursal en la etapa de impugnación del 
proceso penal. 
 
2.4.3. Actos del Ministerio Publico 
 
En el artículo 122 ° del NCPP, se indica los actos del MP, los mismos que realizará 
el representante del MP en el ámbito de su intervención en el proceso penal, y en 






Estas son emitidas por el representante del MP, las cuales deben estar 
debidamente motivadas, son elaboradas con el fin de disponer el inicio 
de una investigación en etapa preliminar, continuar con la misma, 
ampliarla o en su defecto archivarla, así mismo con este documento 
denominado disposición se puede disponer hacer uso de la fuerza 
pública, ello en relación a la conducción compulsiva del imputado, 
testigo o de algún perito que sea fundamental para el esclarecimiento 
de los hechos y pese a estar notificado válidamente para que asista a 




En el marco del NCPP, los tipos de disposiciones son: 
 
- Disposición de apertura, ampliación y archivo de investigación 
preliminar 
 






Las providencias son dictadas en el ámbito de la función fiscal, para 
ordenar materialmente la etapa de la investigación, dicha figura es similar 
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a los decretos emitidos en el ámbito judicial, debe de resaltarse, que 






Los requerimientos fiscales, se encuentran respaldados legalmente en 
el art. 122°, 4., del NCPP, es aquella pretensión formulada por el 
representante del MP, ante la autoridad judicial, a efecto de obtener de 
este, la realización de un acto procesal, debiendo estar debidamente 
motivado, y de ser el caso, acompañado de la documentación idónea y 




- Requerimiento de proceso inmediato 
 
- Requerimiento de acusación 
 
- Requerimiento mixto 
 
- Requerimiento de sobreseimiento 
 
 
En el siguiente cuadro comparativo, se procede a hacer una diferenciación de lo 
que la norma de índole procesal establece como requisitos para cada una de las 
decisiones emitidas por el representante del MP, denotándose que la norma solo 
prevé las causales para archivar una investigación en sede fiscal, mas no se 
indica que debe contener dicha disposición, a diferencia de las demás etapas del 





















































Se sabe que en cualquier proceso de índole legal, se exige razonabilidad y 
congruencia por parte del órgano que emite una determinada decisión, en tal 
sentido, la motivación viene a ser la parte donde se indica las razones que han 
conducido a determinado operador de justicia a emitirla, ello con el objeto de 
demostrar que su decisión no es arbitraria, sino, que esta emana de una 
correcta aplicación de su función, permitiendo que las partes conozcan las 
razones por las que llegó a tomarla, asimismo, la motivación faculta el control 
de dicha decisión mediante los diferentes órganos o tribunales superiores 
(Muñoz, 2002, pág. 81). 
 
Según el Diccionario de la Lengua Española (1984) motivar es dar a conocer 
de manera explícita las razones o justificaciones que se tomaron en 





Así mismo, José Luis Castillo, (2013) señala que la motivación, es el discurso 
argumentativo donde se encuentran las diferentes razones de hecho y derecho 
de una decisión. 
 
En el mismo sentido, Michelle Taruffo (2009) indica que la motivación de una 
sentencia debe englobar todas las justificaciones de hecho y derecho que 
ostenta una determinada controversia, en atención, que bajo esta condición 
estaríamos dentro de una motivación idónea, permitiendo a realizar un análisis 
sobre los motivos expuestos que respaldarían la valides y aceptación de una 
decisión. 
 
Teniendo presente los conceptos antes mencionados, podemos concluir que la 
motivación son las razones de hecho y derecho que se deben plasmar en una 
resolución y/o disposición, estas razones a su vez deben de ser idóneas. A su 
vez, estas razones son plausibles de ser controladas por parte de un órgano 
superior jerárquico al que las emitió, ello con el propósito de no vulnerar otros 
derechos. En pocas palabras podemos indicar que motivar una decisión judicial 
es evidenciar que se encuentra acorde a derecho. 
 
 
2.4.5. Finalidad de la Motivación 
 
Habiéndose definido previamente el concepto de la motivación, debe de añadirse, 
que esta figura jurídica tiene una serie de finalidades dentro del ámbito 
jurisdiccional, las cuales se procederán a desarrollar a continuación: 
 
2.4.5.1. Evitar la arbitrariedad 
 
Sabemos que, la motivación de las resoluciones judiciales tiene como 
finalidad, evitar la posible arbitrariedad de los juzgadores, es por eso, que 
es un deber del juzgador poder cumplir con dicha prerrogativa a fin de 
garantizar a los sujetos procesales que, la decisión adoptada por 
determinado juez no es un reflejo de un acto arbitrario o de un uso 
desmedido del poder de administrar justicia, en atención a ello, se hace 
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necesaria la exigencia de una motivación que sea racional y lógica donde 
se pueda advertir de manera clara los fundamentos fácticos y jurídicos 
empleados por el juzgador al momento de resolver (Iturralde, 2003). 
 
2.4.5.2. Estar sometida a la ley 
 
Esta finalidad de la motivación judicial tiene por objetivo ver que el juez 
este sometido a lo previsto por la ley, pudiéndose verificar si dicho 
funcionario público, en la emisión de sus decisiones, tuvo conocimiento y 
sometimiento de las normas legales establecidas para el caso en concreto, 
sin extralimitarse de lo previsto e impuesto por estas. Con ello, la decisión 
judicial adoptada por el juzgador se encuentra amparada por una 
fundamentación racional, y debidamente justificada jurídicamente, 
significando ello, que la motivación tiene que acreditar de manera cristalina 
e incuestionable, que el fallo dado es resultado de una aplicación idónea 
de la norma (Ghirardi, 1997). 
 
2.4.5.3. Ser objeto de control 
 
Por último, se debe indicar que los fallos emitidos por los jueces pueden 
ser susceptibles de algunas inconsistencias o deficiencias, por tales 
razones, los órganos jurisdiccionales superiores están facultados para 
realizar una actividad de control, es decir, de advertir alguna vulneración 
de los derechos fundamentales en el que el A quo haya incurrido, en 
atención a la motivación desplegada por este (Garcia, 2003). 
 
 
2.4.6. Requisitos de la Debida Motivación 
 
Ahora, debe tenerse presente que, para la concurrencia de la debida motivación 
en las decisiones judiciales o fiscales, estas deben estar acompañadas de una 
serie de requisitos, debiéndose resaltar, que estos se presentan en la motivación, 




2.4.6.1. La racionalidad 
 
Motivar racionalmente no solo consiste en fundamentar o justificar una 
determinada decisión, sino que también se debe de tener en cuenta que 
dicha justificación debe ser válida, para ello el juzgador debe de acreditar y 
sustentar los elementos tanto de hecho y de derecho que se hayan 
empleado en la justificación, a fin de conseguir una fundamentación válida 
(Segura, 1998, págs. 21-23). 
 
2.4.6.2. La coherencia 
 
En este punto, el órgano decisor tiene la obligación de ser coherente con lo 
que plasma en una resolución, o en el caso de los fiscales, en la disposición. 
Es decir, se debe usar un lenguaje en donde se evite las contradicciones 
semánticas y gramaticales al momento de redactar la justificación de su 
decisión. En cuanto a la coherencia argumentativa no debe existir 
contradicciones entre los hechos ni mucho menos presentar contradicciones 
en cuanto a los fundamentos jurídicos plasmados (Gascon, 1993, pág. 96). 
2.4.6.3. La razonabilidad 
 
A diferencia de la racionalidad, que es donde se da la justificación de una 
decisión bajo las normas y principios que rigen en nuestro ordenamiento; 
la razonabilidad de la decisión se da en un proceso judicial cuando se 
respetan las normas legales y procedimientos, en un juicio de hecho y 
derecho (Igartua, 2007, pág. 26). 
 
2.4.6.4. La concreción 
 
La concreción hace referencia a que una resolución o disposición deba 
contemplar de forma específica y particular, cada uno de los elementos 
fácticos y jurídicos relevantes que se hayan valorado, con el propósito de 







2.4.6.5. La completitud 
 
Es decir, que la motivación debe ser integra, en donde se acredite las 
diferentes opciones que directa e indirectamente podrían haber inclinado el 
porqué de la decisión final (Ferrajoli, 2006, pág. 623). 
 
2.4.6.6. La suficiencia 
 
Esta consiste en dar a conocer las razones relevantes que se tuvieron en 
cuenta para llegar a una determinada decisión, esto implica que no se 
sobrecargue por ejemplo una sentencia con un cumulo de conceptos 
jurisprudenciales o resúmenes de actuaciones que incluso en ocasiones 
no permitirían dar a conocer la razón exacta por lo cual el juez tomó una 
determinada decisión (Igartua, 2007, pág. 26). 
 
2.4.6.7. La claridad 
 
Es decir, que el juez o fiscal debe de plasmar la norma aplicable en un 
lenguaje comprensible para el público en general, así como de subsumir 
de manera clara los hechos a la norma más idónea, ello con el fin de 
resolver el caso en concreto, los cuales no pueden perdonar ninguna 
oscuridad en el fundamento. En síntesis, debe de concurrir un relato 
ordenado, fluido y claro, exigiéndose que el lenguaje sea lo más 
comprensible para el lector (Jacovello, 2002). 
 
2.4.6.8. La congruencia 
 
Implica que las decisiones tomadas por el juez o fiscal deben estar 
enlazadas con las peticiones de las partes, y a su vez, que la validez de la 
motivación sea coherente con la decisión emitida que se intenta justificar, y 
que en el mismo sentido, sean compatibles con la totalidad de los 









2.4.7. Naturaleza jurídica de la debida motivación 
 
La CIDH, ha indicado en uno de sus pronunciamientos, que la debida motivación 
es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 
conclusión, precisando, que es un derecho vinculado con la eficiente 
administración de justicia, protegiendo el derecho de los sujetos de derecho, a ser 
juzgados por razones que el derecho prevé, y además, otorga credibilidad a las 
decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática y acorde a derecho. 
En este sentido, podemos advertir que la CIDH considera a la debida motivación 
como un derecho fundamental (Caso Chocrón Chocrón vs. Venezuela, 2011). 
 
Aunado a ello, debe tenerse en cuenta que la debida motivación demuestra a los 
justiciables, que han sido oídos en el proceso, y en aquellos casos en que las 
decisiones son materia de la interposición de un medio impugnatorio, les 
proporcionan la posibilidad de apelar la resolución, y así obtener un nuevo examen 
de la cuestión ante instancias superiores. Por todo ello, el derecho a la debida 
motivación es una de las debidas garantías para salvaguardar un debido proceso. 
Ya entrando en nuestro ordenamiento jurídico nacional, se debe indicar que la DM 
de las resoluciones judiciales se encuentra consagrada en nuestra CPP, 
indicándose, que es un derecho de todos los justiciables, obtener una decisión 
jurisdiccional debidamente motivada, en la cual se expresen las razones o 
justificaciones que han llevado al magistrado a adoptar una decisión, debiendo a 
su vez estar acorde a derecho, y no en base a apreciaciones subjetivas que 
puedan originar una decisión arbitraria (STC 03943-2006-PA/TC, 2006). 
 
Por tales consideraciones, se puede advertir que la DM es un derecho 
fundamental, ya que no puede ser objeto de transgresiones o vulneraciones bajo 
cualquier contexto, de allí que se predique que es una garantía del justiciable 







Pudiéndose afirmar bajo estas ideas, que la debida motivación es un derecho 
fundamental de todo sujeto de derecho, atribuible a todas las personas sin 
excepción, y por ende es preeminente en nuestro ordenamiento jurídico, siendo 
inalienable ya que se adquiere desde el nacimiento. 
 
 
2.4.8. Debida motivación 
 
La primera gran cuestión al referirnos a la debida motivación, es precisamente 
definir que se entienda por esta, en palabras más sencillas, ¿Qué se entiende por 
una debida motivación? Pues bien, este término no tiene una única acepción, sino 
que tiene dos dimensiones, la psicologista y la racionalista. Dicho ello, cabe 
desarrollar en primer término la dimensión psicologista, la cual identifica la debida 
motivación en relación con la expresión lingüística de las razones que la 
condujeron a tomar una determinada decisión final (Ferrer, 2011). 
 
En esta perspectiva, una adecuada motivación se concretiza con la exteriorización 
del iter mental, mediante el cual, el juzgador llega a tomar la decisión (Igartua, 
2014). 
 
Por otro lado, la dimensión racionalista hace referencia a que la motivación es la 
justificación de una determinada decisión, en ese entender, es una decisión que 
cuenta con diversas razones que la justifican, en síntesis, una argumentación con 
contenido racional de la decisión adoptada. 
 
Siendo así, la motivación de las resoluciones judiciales o fiscales están centradas 
en justificar racionalmente la decisión del magistrado o fiscal, lo cual, hace que 
dicha decisión sea jurídicamente aceptable, entendiendo la motivación como un 
sinónimo de justificación, en la cual se argumenta y da razones en sostén de las 
premisas del razonamiento concretado en la resolución judicial (Zavaleta, 2014). 
 
Conforme a lo anterior, el objeto de este concepto se encuentra en que la decisión 
del magistrado tiene que estar sujeta a ley, para concluir en una decisión legal y 
aceptable dentro de nuestra legislación nacional. 
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Efectivamente, Robert Alexy (1997), indica que, explicar el motivo de un fallo dado 
por el magistrado no es lo mismo que justificar su decisión, ya que la primera de 
estas, muestra las causas que terminaron en una decisión, empleando 
condicionamientos y factores de incidencia, como las pruebas y la fundamentación 
normativa, teniéndose así, que la explicación es un procedimiento puramente 
descriptivo. Por otra parte, la justificación es la objetivación de las razones en 
atención a que estas sean entendibles, adecuadas o plausibles legalmente. 
 
En concreto, la explicación proporciona la respuesta a la pregunta del porque se 
ha adoptado una determinada decisión, empero, la justificación proporciona la 
respuesta a la pregunta del porque la misma es correcta. 
 
 
2.4.9. La debida motivación según la jurisprudencia 
 
La debida motivación, se encuentra tipificada expresamente en nuestro 
ordenamiento legal, y ha sido y será materia de análisis por parte de los diferentes 
órganos jurisdiccionales de nuestro país, los cuales han emitido sendas 
sentencias abordando este derecho. 
 
Por lo que, tenemos que el TC ha establecido que el derecho a la debida 
motivación es una garantía de cada persona inmersa dentro de un proceso de 
connotación legal, garantía que se manifiesta frente a posibles arbitrariedades que 
se puedan presentar en las resoluciones judiciales y fiscales, además ha indicado 
que este derecho garantiza, que dichas resoluciones no sean producto de un mero 
capricho por parte del juez o fiscal , sino, que se encuentren justificadas en datos 
objetivos, así mismo el TC mencionó que no todo error presente en una 
resolución, vulnera esta garantía (Exp. Nro. 0728-2008-PHC/TC). 
 
Se tiene también, que el TC ha precisado que el derecho a la debida motivación 
implica que, aquellos que administran justicia den a conocer las razones por las 
cuales se inclinaron por una decisión determinada, y estas razones deben guardar 
relación con la ley aplicable en el momento de los hechos, aunado a ello, señala 
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también que se debe considerar los hechos que se hayan acreditado en el trámite 
del proceso. 
 
Sin embargo, este máximo tribunal hace una precisión respecto a que no se puede 
usar de pretexto la vulneración del derecho a la motivación, con el fin de 
cuestionar o volver a meritar cuestiones de fondo ya decididas con antelación 
(Exp. Nro. 1489-2006-AA/TC. FS. 2). 
 
En cuanto a la figura de la motivación en vía ordinaria, tenemos la casación Nro. 
131-2016, en la que se precisó que efectivamente dicha figura es una garantía 
constitucional que ostenta todo sujeto procesal, la cual debe ser clara, completa, 
legítima y lógica, a fin de asegurar una adecuada emisión de fallos judiciales, esta 
constricción incluye fundamentar los hechos y la calificación jurídica para un 
determinado caso, en consecuencia, podemos determinar que la motivación 
descansa en la aplicación de la norma junto con la declaración de los hechos 
probados (Casación Nro. 131-2016 ). 
 
De igual modo, debemos mencionar lo establecido mediante la Casación Nro. 618-
2015, en donde se plantean las exigencias que la debida motivación debe tener en 
cuenta, tales como la fundamentación jurídica, que no es más que la valoración 
adecuada e íntegra de las cuestiones de derecho que han sido aplicables al caso 
en concreto, ya que no basta solo con mencionar la norma y aplicarla al caso, sino 
que se debe de indicar el por qué determinada conducta encajaría dentro de un 
supuesto normativo a su vez, señala que la motivación deber ser congruente, es 
decir que debe guardar relación con lo que las partes solicitaron primigeniamente 
con lo que se resolvió, por último la debida motivación deber ser suficiente que 










2.4.10. Justificación de la Motivación 
 
La justificación para el profesor Manuel Atienza (1991), es imprescindible en toda 
decisión ya sea en el ámbito judicial así como en el ámbito fiscal, ya que a través 
de esta se puede entender el porqué de una decisión, es decir, conocer el criterio 
que fue abordado por el juez o fiscal para llegar a tomarla, en buena cuenta 
también da a conocer si estas decisiones se encuentran en sintonía con el 
principio de legalidad. 
 
2.4.10.1. Justificación Interna 
 
 
La justificación interna en adelante JI, es la parte del silogismo jurídico, en 
el cual se presenta la premisa mayor que es la norma aplicable al caso en 
concreto, y la premisa menor, que es la adecuación de los hechos a la 
norma antes aplicada, y que al unir tanto la premisa mayor y la menor nos 
da como conclusión la resolución que dicta un juez (Reyes, 2008, pág. 8). 
 
Entonces, podemos indicar que lo que debe realizar un juez o fiscal en el 
ámbito legal, es primero seleccionar la norma aplicable al caso, luego 
valorar los elementos de prueba ofrecidos por las partes y adecuarlos a la 
norma antes escogida, obteniendo como resultado una sentencia o 
disposición basada en derecho (Reyes, 2008, pág. 9). 
 
Así mismo, nuestro TC, estableció que la motivación interna es válida 
cuando las conclusiones de las premisas sean coherentes narrativamente, 
sustentando así la decisión (Exp. Nro. 0728-2008-PHC/TC, pág. 6). 
 
Tenemos también lo dicho por el profesor Celis Mendoza Ayma (2014), 
que indica que no solo se trata de señalar las razones por las que se 
consignó un sentido a los dispositivos normativos, sino que la justificación 
interna requiere que esté justificada lógicamente. Para ello se procederá a 














Fuente: Elaboración Propia 
 
 
Así mismo, el referido autor nos indica que no basta solo con mencionar la 
justificación interna, sino que esta debe ser justificada externamente, es 
decir, dar a conocer las razones que sustenten la selección de la premisa 
mayor. Indica también que la premisa normativa puede estar sustentada 
por conceptos normativos o de orden dogmático. 
 
2.4.10.2 Justificación Externa 
 
A diferencia de la justificación interna, en donde se presentan fundamentos 
puramente deductivos, en la justificación externa, en adelante JE, se va 
más allá de la lógica, por ello el profesor Manuel Atienza (2005), considera 
que es vital presentar argumentos que respalden las premisas esbozadas 
en la justificación interna, a fin de que se muestre el carácter 
fundamentado de las premisas. Para ello se procederá a conceptualizar lo 
referido previamente mediante el siguiente gráfico: Imagen N° 3 - Ejemplo 

























En conclusión, podemos indicar que la justificación externa es aquella 
valoración que hacen los jueces o fiscales para dar a conocer sus mejores 
razones por las que llegó a una decisión, y teniendo ello presente, 
debemos precisar que tanto la J.I así como la J.E debe ser empleada por 
un fiscal al momento de motivar una disposición de archivo, a fin de evitar 
que su decisión revista de motivación aparente. 
 
2.4.10.3. Razón Suficiente 
 
Este concepto surge a partir del resultado del concierto de ambas 
premisas, la cual, solo podrá ser viable cuando confluyan dentro de estos 
fundamentos lógicos, que, a su vez, logren acreditar el resultado de la 
decisión adoptada por el magistrado. De lo contrario, sin una razón 
suficiente, una decisión en el ámbito jurisdiccional no tendrá valor, debido 
a que no contaría con el debido sustento que exige el derecho a la 
motivación de las resoluciones judiciales, lo cual generaría una seria 
afectación a determinados derechos fundamentales como por ejemplo, al 
debido proceso (Martinez, 2008, págs. 688 - 689). 
 
2.4.10.4. Coherencia narrativa 
 
Una decisión emitida en un proceso jurisdiccional será coherente, en la 
medida que de la valoración de todas las hipótesis formuladas que 
pretenden establecer cuáles son los hechos, el magistrado valide y 
determine cuál es la hipótesis más correcta de manera congruente, a su 
vez, esta debe ser respaldada en atención a los eventos que resulten 
posibles (Suarez, 2012). 
 
 
2.4.11. Control de Logicidad 
 
Siguiendo a Olsen Ghirardi (1997), señala que el control de Logicidad es aquel 
examen que se presenta ante un órgano superior, examen que se realizara en 
instancias superiores con el objeto de conocer si el razonamiento empleado por 
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órgano de menor jerarquía ha sido el correcto desde el punto de vista lógico. En 
síntesis, al realizar este examen se va a controlar la existencia de los errores in 
cogitando. 
 
2.4.12. Motivación en Derecho 
 
La motivación tiene como exigencia primordial, que se encuentre fundada en 
derecho, esta prerrogativa ha sido tomada ampliamente en la doctrina, así como 
en la basta jurisprudencia emitida por los diferentes órganos jurisdiccionales, ya 
sea en la vía ordinaria, así como en la constitucional. 
 
Es por ello, que una determinada decisión en el ámbito judicial, así como en el 
ámbito fiscal, debe de contener una motivación fundada en derecho, es decir que 
se debe de aplicar racionalmente el ordenamiento jurídico valido, al caso en 
concreto, a fin de que no se emitan decisiones arbitrarias (Ureta, 2012). 
 
Por lo tanto, podemos inferir que no solo la decisión optada por algún órgano 
jurisdiccional o fiscal debe estar bien motivada, sino que debe estar bien fundada, 
es decir que se muestre que se ha tomado en cuenta la ciencia de la lógica a fin 
de que las partes o el órgano superior pueda verificar si dicho razonamiento 
plasmado en una sentencia o disposición ha sido el correcto. 
 
2.4.12.1. Aplicación Racional de la ley 
 
Entendemos por aplicación racional de la ley, al enlace de la norma vigente 
con la decisión que toma un juez o fiscal, a fin de que su decisión se 
encuentre dentro del marco legal, para ello se debe de cumplir con ciertos 
requisitos a fin de evitar vulnerar derechos fundamentales, tales como: 
a) Selección de la norma a aplicar 
 
Debemos precisar que lo primero que debe de realizar un juez o fiscal 
antes de tomar alguna decisión sobre un determinado caso, es 
seleccionar la norma que lo ayudara a resolverlo, para ello se debe de 
tener en cuenta la vigencia y validez de la norma a aplicarse, es decir, 
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que esta norma no se encuentre derogada y que sea 
constitucionalmente valida. Por lo tanto, toda norma elegida para la 
resolución de un caso deberá ser válida y vigente. (Colomer, 2003). 
 
b) Correcta aplicación de la norma 
 
Luego de seleccionar la norma, se debe de controlar la correcta 
aplicación de la misma al caso en concreto, es decir, que las normas 
seleccionadas previamente, estén relacionadas con el resto del 
ordenamiento legal, es aquí donde el juez o fiscal al momento de aplicar 
determinada norma deberá tener en cuenta el principio de jerarquía 
normativa el cual refiere que la ley especial prevalece sobre la general, 
efectuando de esta manera un control dinámico, el cual consiste, en que 
las normas empleadas, y que respaldan la decisión, estén acorde a 
derecho (Colomer, 2003). 
 
2.4.13. Motivación y Derechos Fundamentales 
 
Debemos tener presente que los procedimientos, tanto a nivel judicial y fiscal, 
deben contener lo prescrito en el inc. 05 del art. 139° de la CPP de 1993, en 
donde se establece que la debida motivación debe estar presente en todas las 
instancias, excepto en los decretos de mero trámite, expresando los fundamentos 
de hecho en que se sustentan. 
 
Teniendo ello presente, debemos precisar que uno de los derechos fundamentales 
que tiene toda persona que se encuentra inmersa en un proceso judicial, es que 
las decisiones emitidas en todas las instancias del proceso, deben ser motivadas, 
ello también ocurre en el ámbito fiscal, en cuanto a las disposiciones, que el 
representante del MP emite a lo largo de la investigación, esta motivación como 
bien sabemos debe ser clara, precisa y concreta, teniendo en cuenta a su vez los 
fundamentos fácticos, jurídicos y probatorios que sustenten dicha decisión, de lo 




En conclusión, podemos indicar que si bien la debida motivación expresamente no 
se encuentra establecida como “un derecho fundamental”, podemos entender que 
se encuentra en el marco del derecho fundamental del Debido Proceso y el 
derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, entonces, ante una eventual decisión 
que carezca de motivación alguna, estaríamos vulnerando no solo un derecho 
reconocido a nivel jurisprudencial y constitucional, sino que se estaría vulnerando 
otros derechos de carácter fundamental. 
 
2.4.14. Motivación Aparente en las Disposiciones de Archivo y Vulneración a 
 
la Debida Motivación 
 
2.4.14.1. Motivación Aparente 
 
Cabe desarrollar la otra variable de la presente investigación, siendo esta 
la motivación aparente, para lo cual primero precisaremos la naturaleza 
jurídica, para luego dar un concepto, y por último, desarrollar de forma más 
minuciosa la estructura de esta figura. 
 
2.4.14.2. Naturaleza jurídica de la motivación aparente 
 
Sobre ello, se debe de indicar que esta figura jurídica fue desarrollada por 
el TC en el expediente N.° 03943-2006, ello al dar una clasificación de 
supuestos en los cuales el ámbito de la debida motivación resultaría 
vulnerado. Indicando que la motivación aparente se origina cuando no se 
encuentra motivación alguna, o cuando la decisión jurisdiccional no da 
fundamentos justificativos mínimos que sustenten la decisión tomada, al no 
responderse las diversas peticiones o aportes de las partes, o porque se 
intenta únicamente dar un cumplimiento formal. 
 
Entonces, podemos determinar que el origen de dicha figura fue postulado 
por el TC, ello para proteger el derecho a la debida motivación que toda 







Hablamos de motivación aparente cuando se presenta una decisión dada 
por un juez o fiscal, amparada en argumentos de hecho y derecho falsos, 
simulados o inapropiados, careciendo de idoneidad para ser usados 
 
como fundamento dentro de una decisión (Exp Nro. 0939-2011-PA-TC, 
2011). 
 
Entonces, partiendo de esta definición podemos concluir que la motivación 
aparente se presenta como decisiones que a prima facie aparentan ser 
motivadas, empero, si nos detenemos a analizar la misma, adentrándonos 
en la racionalidad y razonabilidad de la fundamentación, advertiremos que 
en realidad no tienen fundamento (Fernandez, 2005). 
 
Por lo que, respecto a las Disposiciones de Archivo, para que concurra 
motivación aparente, bajo una primera observación, deben contener 
razones que supuestamente sustentan la decisión fiscal, pero que en 
realidad son razones aparentes, puesto que no giran en torno al acervo 
probatorio recabado en la investigación. 
 
En ese orden de ideas, se puede indicar que este vicio se da cuando la 
disposición de archivo no está fundada en sustentos dogmáticos, impidiendo 
conocer la coherencia y razonamiento aplicado, ya que son adjetivaciones que 
pueden dar a conocer un estado anímico, pero no nos da explicaciones de 
cómo se llegó a ellos, no pudiéndose verificar si la misma es correcta. 
 
No siendo suficiente la remisión de normas, doctrina y jurisprudencia para 
que concurra la debida motivación, ya que tiene que concurrir además la 
subsunción de los hechos a la norma, de forma lógica, y de no concurrir 
ello, se está impidiendo a las partes de la investigación enterarse del iter 
lógico del razonamiento usado para adoptar la decisión correspondiente en 
el sentido que sea. Esto como ya se ha mencionado previamente, vulnera 
el derecho al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva. 
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Por último, es preciso señalar que en nuestra jurisprudencia no se ha 
realizado una definición expresa de lo que es la motivación aparente o 
falsa motivación, empero, se puede advertir que, en determinados 
pronunciamientos, se ha determinado que concurre este vicio cuando 
existen fundamentos incongruentes, o una ilación argumentativa 
incoherente, o cuando no se da valor probatorio a medios probatorios que 
si lo tienen. 
 
Sobre este último, al concurrir la falta de valoración de medios probatorios, 
también se está ante motivación aparente, al no existir ponderación critica 
del acervo probatorio recabado a lo largo de la investigación, los cuales 
sirven de base para arribar a las conclusiones plasmadas en la Disposición 
de Archivo. 
 
2.4.14.3. Estructura de la Motivación Aparente 
 
Habiéndose definido precedentemente el concepto de la motivación 
aparente, cabe desarrollar de forma más amplia los presupuestos para 
incurrir en la misma, teniéndose en primer lugar: 
 
a) Argumentos sin sustento Factico 
 
Bajo esta perspectiva, el primer elemento para estar frente a una 
motivación aparente, es emitir la decisión fiscal en base a argumentos 
sin sustento factico, dicho ello, antes de comenzar a desarrollar este 
elemento, debe tenerse presente que el MP tiene cierto grado de 
discrecionalidad para iniciar la investigación a efecto de reunir indicios 
suficientes que justifiquen la formalización de la investigación ante el 
órgano jurisdiccional competente (Aramburu, 2011). 
 
Por lo que, todas las decisiones jurídicas que adopten los representantes 
del MP deben estar sujetas indefectiblemente a los hechos denunciados, 
no pudiéndose argumentar una decisión en base a hechos ajenos o 
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impertinentes a la investigación, y de incurrir en ello, se manifestaría un 
claro vicio en la motivación del Fiscal. 
 
Ahora bien, sobre el elemento fáctico, esta es la parte central de la 
investigación a nivel preliminar, y el fiscal al adecuar y plasmar estos en 
su Disposición de Archivo, debe efectuar un análisis jurídico penal, y a 
su vez, procurar que sean entendibles y claros, ya que sobre esta base 
fáctica, de ser el caso, se procederá a formalizar la investigación y luego 
de estimarlo así el fiscal, se formulara el requerimiento de acusación, 
teniendo como base fundamental, los hechos imputados previamente, 
no pudiendo ir más allá de estos, ya que se transgrediera el derecho de 
defensa de la parte imputada (Avalos, 2013). 
 
En conclusión, la premisa fáctica es de suma importancia, y debe tener 
un estilo narrativo adecuado, evitando una redacción confusa e 
incomprensible. Y de no cumplirse con ello (como se verá 
posteriormente), no habrá una estructura adecuada de las proposiciones 
fácticas, generándose textos que no guardan una adecuada estructura 
interna, lo que deviene en que estos resulten incoherentes, o por lo 
menos confusos e ininteligibles. 
 
Asimismo, de no manejarse la redacción con estructuras retóricas 
adecuadas, esto podría causar la impresión de hablar o escribir sobre 
algo que no se entiende, o a su vez, se puede implicar que se trata de 
manipular u ocultar información relevante, provocando la pérdida de 
credibilidad o una sensación de arbitrariedad. 
 
b) Decisiones amparadas en apreciaciones subjetivas 
 
Sobre este presupuesto, es preciso señalar que la línea divisoria entre 
una investigación debidamente justificada en presupuestos fácticos y 




Entonces, es preciso destacar la concurrencia de la premisa normativa y 
el acervo probatorio, los cuales serán valorados para llegar a una 
conclusión, estando obligado el Fiscal a emitir su decisión dentro de los 
lineamientos legales pertinentes establecidos por las normas 
(Villavicencio, 2012). 
 
Empero, reiteramos que este aspecto puede ser muchas veces en 
extremo abstracto, por lo que es difícil determinar la no subjetividad o 
arbitrariedad por parte del Fiscal, el cual, si bien puede actuar conforme 
a derecho, este puede omitir algún elemento de convicción o hecho 
relevante para la investigación, desembocando en la falta al deber 
jurídico que le es impuesto. 
 
Precisamente, una de las problemáticas más duras contra las que se 
lucha en las decisiones jurisdiccionales o fiscales, es la parcialidad 
basada en apreciaciones subjetivas por parte del Fiscal. En ese sentido, 
expresa el profesor Pablo Sánchez Velarde (2009), que bastos libros de 
nuestra lengua refieren a la parcialidad como una figura muy empleada 
en el lenguaje jurídico, entendiéndose, que es algo exento de 
objetividad y justicia, vulnerándose así la legalidad. 
 
Debe expresarse, que un Fiscal debe regirse bajo cualquier contexto, por 
todos los principios y preceptos establecidos en nuestro ordenamiento 
penal, así como la norma constitucional, y además, por la fuerza de la 
razón; considerando que aunque puede surgir en ciertos casos algún 
favorecimiento con la decisión que se emita, en el sentido que sea, debe 
primer la correcta evaluación desde un punto de vista objetivo y acorde a la 
norma; evitando así, decisiones puramente subjetivas. 
En efecto, un proceso de investigación penal en sede fiscal, requiere 
que el  representante  del  MP  no  presente  ninguna  opinión  
adelantada respecto a los sujetos procesales, ni algún vínculo con sus 
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personales; también deberá de prescindirse de la existencia de presiones 
externas que conlleven a emitir una decisión contraria a la norma. 
 
Por tales circunstancias, habrá investigaciones en donde la 
imparcialidad no será manifiesta o clara, sin embargo, esta puede ser 
examinada desde dos acepciones: la subjetiva y la objetiva. En el primer 
caso, se busca establecer la convicción personal que ha impulsado a 
obrar al Fiscal en una investigación en específico; en cambio, desde el 
punto de vista objetivo, se determinará si el representante del MP ha 
propiciado las garantías para que no existan dudas respecto a su 
imparcialidad (Reátegui, 2008, pág. 80). 
 
Esto es corroborado con lo expuesto por El Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, el cual avala esta forma de estudiar la posición del 
Juez, también aplicado de forma supletoria para el Fiscal, expresando 
que el mismo será imparcial solamente si ha sorteado ambas 
acepciones, lo cual genera que dicho funcionario público carezca de 
prejuicios o parcialidades personales, sumado a que no inspira dudas 
respecto a este aspecto, la etapa de investigación será llevada de forma 
imparcial y objetiva (Sentencia Farhi c/. Francia, 2007, pág. 25). 
 
En conclusión, se puede determinar que se prevé en adición a las 
obligaciones y responsabilidades de los Fiscales, diferentes mecanismos y 
principios para asegurar la imparcialidad del representante del MP. 
 
Dichos preceptos incluyen alguno de los lineamientos mencionados 
anteriormente, obteniéndose así una decisión debidamente motivada 
basada en hechos y medios probatorios de carácter objetivo, sin que 
estos sean interpretados de manera subjetiva por parte del Fiscal, lo 
que generaría el vicio de la motivación aparente, debiéndose optar por 
evitar tal error y emitir una decisión final sin apreciaciones subjetivas, 
incitaciones, presiones, amenazas o injerencias por cualquier motivo. 
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c) Carencia de razones mínimas que sustentan la decisión 
 
La decisión de archivar una investigación penal requiere que el Fiscal 
sustente tal decisión en atención a las causales establecidas en el 
NCPP, enmarcando dicha decisión con sujeción irrestricta de la norma 
penal, debiendo plasmarse tales fundamentos de forma escrita 
(Hernandez, 1999). 
 
Entonces, se advierte que, para la concurrencia de una debida 
motivación en las disposiciones de archivo, es de vital importancia 
señalar los motivos que respaldan dicha decisión, de ser lo contrario, se 
estaría ante la concurrencia indiscutible de una motivación aparente. 
 
Siendo ello así, se tiene como premisas esenciales para evitar este vicio de 
la motivación, el deber del Fiscal de probar con elementos de convicción 
recabados en la investigación, la no responsabilidad del autor del presunto 
delito, o la falta de algún elemento del tipo penal denunciado (sea objetivo o 
subjetivo), o alguna otra causa de justificación de la no procedencia de la 
acción penal, dichos fundamentos deben estar desarrollados y descritos en 
la disposición de archivar el caso. 
 
En suma, el Fiscal tiene el deber de verificar la suficiencia probatoria, y 
determinar el grado de sospecha inicial, positiva o negativa, de los 
hechos denunciados por las partes, respetando a su vez con este 
actuar, el derecho a la prueba. 
 
Esta concurrencia constituye una clara manifestación de la debida 
motivación en una disposición de archivo, logrando finalmente una 
decisión objetiva y materialmente justa, siempre y cuando se expresen 
tales justificaciones de manera clara y precisa. 
 
2.4.14.4. Argumentos sin sustento Jurídico 
 





Es menester señalar que, en nuestra realidad jurídica en materia penal, 
existe un gran interés por acotar las exigencias que garantizan la 
racionalidad jurídica de la justificación de la premisa normativa en las 
disposiciones de archivo en sede fiscal. Ya que la justificación de la 
decisión fiscal ha de ser claramente una motivación fundada en 
derecho, es decir, aplicando de forma racional la dogmática penal al 
caso en concreto, y al cumplirse ello, satisfacer los parámetros 
constitucionales de la debida motivación. 
 
Por ende, se concluye que es de vital importancia la justificación 
normativa en una decisión fiscal, ello para garantizar que la motivación 
del juicio de razonabilidad se encuentre acorde a derecho, siendo 
necesario que la justificación del representante del MP constituya una 
aplicación racional del sistema de fuentes normativas penales de 
nuestro ordenamiento. 
 
Por lo que, el Fiscal debe sujetar su decisión con el conjunto de normas 
penales vigentes, para que de este modo se garantice que la decisión 
de archivar la investigación y su correspondiente justificación sea 
jurídicamente aceptable por estar y venir apoyadas en normas de 
nuestro ordenamiento jurídico penal vigente; si el representante del MP 
quiere que la justificación de la decisión -en el sentido de archivar el 
caso- sea jurídicamente aceptable, y debidamente sustentada en base a 
premisas normativas, deberá conseguir que la motivación acredite que 
la decisión es consecuencia de una aplicación racional del sistema de 
fuentes (Ferrajoli, 1989). 
 
En conclusión, el Fiscal debe establecer de forma correcta la aplicación 
normativa pertinente para la investigación preliminar, y que esta sea 




aplicación normativa, evitando así el vicio de la motivación aparente por 
falta de justificación normativa. 
 
b) Aplicación incorrecta de la norma 
 
Ahora, es preciso desarrollar un presupuesto de suma importancia para 
estar frente a una motivación aparente, siendo este el de la incorrecta 
aplicación de la norma para el caso en concreto, debiéndose indicar que 
este vicio de la motivación de las decisiones fiscales se da cuando en la 
fundamentación de la decisión que va tomar el Fiscal para archivar una 
investigación, se emplea una norma no pertinente para el 
esclarecimiento de los hechos denunciados, vulnerándose con ello 
derechos sustanciales al no aplicarse la norma correcta. 
 
La consecuencia por la incorrecta aplicación de la norma se origina cuando 
existen normas penales que presentan diversas interpretaciones, siendo 
casos en los que la norma aplicable presenta clausulas abiertas, es decir, 
contiene expresiones lingüísticas vagas, y el Fiscal emplea una 
interpretación, generando con ello la posibilidad de emplear una 
interpretación que puede ser errónea (Choquecahua, 2014). 
 
Por lo que la interpretación que plasma el Fiscal en su disposición es 
materialmente incorrecta, y de haberse dado una correcta aplicación o 
correcta interpretación de la norma, su decisión sería diferente, 
incidiendo en la decisión final adoptada. 
 
Lográndose establecer respecto a este vicio, que consiste en un defecto 
estrictamente normativo, según el cual, el representante del MP, dentro 
del contenido de su Disposición de Archivo, funda su decisión, en base 
a una norma claramente inaplicable, o lo que significa lo mismo, 
omitiendo la aplicación de la norma adecuada. 
 
Teniéndose como conclusión, que el flagrante desconocimiento de la 
norma legal aplicable para el caso en concreto, comprometería la 
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decisión final adoptada, en tanto que la decisión fiscal carecerá de 
fundamento objetivo, pues éste resulta abiertamente contrario al 
contenido de la ley, manifestándose el vicio de la motivación aparente. 
 
c) Falta de congruencia procesal 
 
Se procederá a abordar este presupuesto indicando que los órganos 
judiciales y fiscales tienen la obligación de resolver los casos de manera 
coherente a lo solicitado por las partes, es decir, que no se debe de 
exceder, otorgar u omitir algo diferente a lo solicitado por las partes. 
 
Esta definición ha sido desarrollada en el mismo sentido por el TC, el 
cual ha indicado que el contenido del derecho a la DM de las 
resoluciones judiciales exige que exista congruencia entre lo pedido y lo 
resuelto, lo que implica que la manifestación de los argumentos que 
expresan el fallo, vayan acorde a las pretensiones formuladas por las 
partes (Exp Nro. 0939-2011-PA-TC, 2011). 
 
Por lo que, si el Fiscal al momento de adoptar la decisión de archivar el 
caso, no realiza un pronunciamiento íntegro y global sobre lo pedido por 
las partes procesales a lo largo de la investigación, por ejemplo, 
mediante una ampliación de denuncia, esclarecimiento de hechos, 
adición de datos o solicitud de diligencias pertinentes para la mejor 
resolución de la investigación, se estaría dejando incontestada tales 
peticiones, y emitiendo un fallo sin la sujeción de las mismas, lo que 
genera una vulneración a la debida motivación de las decisiones 
fiscales, y en consecuencia, manifiesta una motivación aparente. 
 
d) Fundamentación en elementos de convicción no actuados o 
recabados 
 
Por último, se desarrollará el vicio de la motivación por la fundamentación 
en elementos de convicción no actuados o recabados en la investigación. 
Debiéndose señalar para ello, que dicha causal se da cuando existe un 
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defecto por la incorrecta valoración del acervo probatorio, ya que el 
Fiscal no realiza una correcta apreciación de los elementos de 
convicción obrantes en la carpeta fiscal, u omite la valoración de 
algunos en su Disposición de Archivo, o cuando da como probados 
ciertos hechos, sin embargo, no justifica en base a que pruebas arriba a 
tal afirmación, lo que genera evidentemente una vulneración a la debida 
motivación (Maier, 2000). 
 
Bajo tal contexto, el representante del MP, no puede adoptar una 
decisión que sea contraria al acervo probatorio recabado a lo largo de la 
investigación, ya que con ello estaría emitiendo una decisión arbitraria. 
 
Entonces, cuando se da como probados hechos carentes de prueba, o 
se basa la decisión en atención a elementos de convicción ajenos a la 
investigación, se configura éste vicio, ya que la decisión final del Fiscal 
debe tomarse sobre los hechos probados con sustento documental u 
otros análogos, debiendo ser valorados de forma escrita, y no 
simplemente suponer y desarrollar hechos o circunstancias que no se 
encuentran acreditados con algún medio de prueba idóneo, esto 
evidenciaría una contravención con las garantías constitucionales y 
legales previstas en nuestro ordenamiento jurídico, y por lo tanto se 
estaría incurriendo en una motivación aparente por una falta de 
valoración de los elementos de convicción. 
 
2.4.14.5. Archivo de Actuaciones 
 
a) Naturaleza jurídica de la disposición de archivo 
 
Partiremos por indicar que el MP al ser autónomo, no forma parte de los 
poderes del Estado, tiene fuerza legal suficiente para emitir decisiones, a su 
vez, la constitución reviste al representante del MP como el protector de la 
legalidad, y para tal fin, se le ha encomendado constitucionalmente la 
titularidad de la acción penal, la cual debe de ejercer de manera 
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imparcial desde el inicio del proceso penal hasta su fin. Dicho ello, el 
Fiscal tiene una participación vital total en todo el proceso penal, y en el 
cumplimiento del ejercicio de sus funciones, este tiene que ordenar los 
actos de investigación pertinentes para el caso en concreto, contando 
con plena autonomía para disponer la recolección de estos con el apoyo 
de la P.N.P, y al finalizar la recopilación dispondrá, de ser el caso, la 
continuación de la investigación, o caso contrario, dispondrá el archivo. 
 
Entonces, el representante del MP para cumplir con las funciones 
previstas por la constitución y la norma, emitirá distintos documentos, 
entre los cuales encontraremos a la disposición de archivo, en la que se 
indicará los motivos por los cuales una determinada investigación se 
encontraría inmersa dentro de las causales para archivar una 
investigación penal, y por ende, el proceso penal no continuaría. En ese 
sentido, el jurista Fernando Núñez Pérez (2011) refiere que esta 
disposición tiene una relevancia jurídica que asume el MP en la 
dirección de la investigación de un delito, sin embargo, esta no tiene 
contenido jurisdiccional, ya que para disponer el mismo, no se requiere 
la comunicación a un Juez Penal. 
 
Dicho ello, la naturaleza jurídica del archivo fiscal de investigación 
preliminar es desarrollada por el TC, precisando que la decisión de no 
formalizar investigación preparatoria genera un estatus inamovible, 
teniendo sustento en dos aseveraciones constitucionales, la primera de 
ellas versa sobre las facultades constitucionales del MP, ello al ser un 
órgano persecutor de la acción penal, conforme al Art. 159 de la CPP, 
faculta al Fiscal a decidir qué persona deberá ser llevada a juicio por la 
comisión de un delito, y por otro lado, se debe tener en cuenta que si bien 




juzgada, esta tiene la naturaleza de cosa decidida, lo cual la dota de 
seguridad jurídica (Exp. N. 2725-2008-PHC/TC, 2008). 
 
Cabe indicar, que el principio de seguridad jurídica es una garantía 
constitucional del investigado para que no pueda ser sometido a un 
doble riesgo de ser denunciado e investigado por hechos que ya han 
sido resueltos por una autoridad pública (Caso: Medina Bárcena, 2009). 
 
Entonces, podemos advertir que la disposición de archivo tiene la 
calidad de cosa decidida, sin embargo, cabe añadir que el TC se ha 
pronunciado sobre ello, indicando una salvedad, que no constituye cosa 
decidida las decisiones fiscales que no se pronuncien sobre la no ilicitud 
de los hechos denunciados, por lo que, se tiene la posibilidad de poder 
volver abrir la investigación si es que se presentan dos presupuestos: i) 
Ante una eventual nueva carga probatoria que no se haya conocido ni 
valorado con antelación; y/o ii) Ante una investigación defectuosa. 
 
Así las cosas, tenemos que la disposición de archivo está sujeta a 
determinadas exigencias (causales de archivo), ya que de optar por 
alguna otra causal no prevista se afectaría el derecho que toda persona 
ostenta a que se le haga justicia. 
 
b) Definición de Archivo 
 
El Fiscal conforme al nuevo sistema penal, está facultado para disponer el 
archivo de la investigación en sede preliminar, ello conforme al artículo 334, 
inciso 1, el cual señala expresamente que si el Fiscal al calificar los hechos 
contenidos en la denuncia, o luego de haber dispuesto la realización de 
diligencias preliminares pertinentes para esclarecer los hechos materia de 
investigación, considera que no hay concurrencia de algún delito o se 
presentan otras causas previstas en el NCPP, dispondrá el archivo de lo 




archivar la denuncia no está sometida a algún control jurisdiccional 
(Binder A. , 2005). 
 
2.4.14.6. Causales de Archivo 
 
Antes de abordar las causales de archivo, debemos mencionar que estas 
son elaboradas para disponerse el archivo de una investigación, pero esta 
debe respetar las garantías dentro de un debido proceso y el principio de 
legalidad, quiere decir, que el Fiscal solo puede emitir tal decisión, por las 
causales establecidas por la ley penal adjetiva, no pudiendo archivar el 
caso por otras causales no previstas, y de hacerlo, se estaría incurriendo 
en un acto arbitrario o en el delito de prevaricato. 
 
a) Hecho Denunciado no constituye Delito 
 
Esta causal concede al Fiscal la facultad de archivar el caso cuando la 
conducta denunciada no constituye delito, sin embargo, dicha cláusula 
penal no hace referencia cuando un hecho o conducta denunciada no 
constituye delito, empero, para determinar ello es preciso acudir a la ley 
penal y dogmática penal. El maestro San Martin C., (1999) indica que 
estamos frente a esta figura cuando la conducta o hecho materia de 
denuncia no se encuentra tipificado como delito dentro de nuestro 
ordenamiento legal, dando paso a una atipicidad absoluta. Así mismo 
menciona que si un hecho o conducta no se puede subsumir a un tipo 
penal ya establecido estaríamos ante una atipicidad relativa 
 
b) No es justiciable Penalmente 
 
Sobre ello, el maestro Cesar San Martin (1999), refiere que se 
materializa esta causal cuando exista la ausencia de una condición 
objetiva de punibilidad y la concurrencia de una causa personal de 







c) Presencia de Causas de extinción previstas en la Ley 
 
Esta causal se encuentra regulada en el art. 78° del CP el cual precisa 
que la acción penal se extingue en primer lugar: por la muerte del 
imputado, prescripción, amnistía y el derecho de gracia; en segundo 
lugar: por autoridad de cosa juzgada; y, por último, en los casos que 
solo proceda la acción privada o que en la sentencia civil resulte que el 
hecho imputado como delito sea licito. No existiendo complejidad alguna 
para determinar las causas de extinción de la ley al estar claramente 
definidas y determinadas. 
 
d) Que el hecho denunciado carezca de indicios reveladores de la 
existencia de un delito 
 
Esta causal es la más abordada en el ámbito fiscal para disponer el 
archivo de las investigaciones, sin embargo, dicha figura se encuentra 
exenta del art. 334 del NCPP., empero como se ha mencionado 
anteriormente, es un fundamento recurrentemente propuesto por los 
Fiscales en las disposiciones de archivo, esta causal se configura 
cuando luego de haber realizado o dispuesto la realización de 
diligencias, no se tienen indicios suficientes que permitan atribuir la 





Dado que, de advertirse motivación aparente en las Disposiciones de Archivo 
emitidas en la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Arequipa; es 






2.6.1. Definición Conceptual 
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2.6.1.1. Variable Independiente 
 
Debida motivación.- Taruffo, (2016), define la debida motivación, como un 
grupo de argumentos que se encuentran estructurados y justificados 
lógicamente, con el fin de proporcionar una decisión racional, haciendo uso 
de diferentes criterios lógicos y racionales, que se deberán plasmar en la 
motivación de la resolución, y no solo en base a intuiciones subjetivas. 
2.6.1.2. Variable Dependiente 
 
Motivación aparente.- Fernández (1993), menciona que la motivación 
aparente se manifiesta como razones que aparentemente sustentan un 
fallo, pero que si nos detenemos a analizar la razón de los mismos, 
advertiremos que en verdad no tienen fundamento. 
 
2.6.2. Definición Operacional 
 
2.6.2.1. Variable Independiente 
 
Debida motivación.- Para el estudio de la presente investigación, se 
procederá a realizar un análisis mediante el método de la observación, la 
cual va recaer sobre las Disposiciones de Archivo emitidas en la 
1FPPCA, a efecto de evidenciar y advertir un análisis razonable y lógico 
entre los elementos de convicción recabados a lo largo de la 
investigación preliminar, la correcta subsunción de los hechos a la norma, 
y con la concurrencia de un análisis coherente a efecto de emitir la 
decisión de archivar el caso, empleando para ello el instrumento 
denominado como cuadro de análisis de las disposiciones de archivo. 
 
2.6.2.2. Variable Dependiente 
 
Motivación aparente.- Para advertir la concurrencia de la motivación aparente 
en las Disposiciones de Archivo emitidas en la 1FPPCA, se procederá a realizar 
un análisis de las mismas, mediante el cuadro de análisis de las disposiciones 
de archivo, en la cual se delimitaran los hechos materia de investigación, 
fundamentos de archivo, y por último, el análisis de los 
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mismos para evidenciar la denominada motivación aparente o inexistente, y 
posteriormente, emplear el instrumento denominado como ficha de 
valoración de Disposiciones de Archivo, el cual contendrá diez indicadores 
de evaluación, con un determinado puntaje, y al finalizar el llenado de los 
mismos, en atención al puntaje obtenido final, se podrá determinar el nivel 





















































































El enfoque de la presente investigación es mixto, ya que combina los enfoques 
cuantitativos y cualitativos en el mismo estudio, dado que cuantitativamente 
recogimos para nuestro estudio un número de disposiciones de archivo fiscal que 
corresponden al año 2018, para demostrar una debida motivación, o en su defecto 
motivación aparente. Por otro lado, cualitativamente porque valoraremos los 
argumentos utilizados por el representante del MP en las diferentes disposiciones 
de archivo recolectadas. 
 
3.1.2. Método de estudio 
 
Los métodos empleados en la presente investigación serán: 
 
a. Se realizará una investigación jurídica dogmática, dado que la información 
recogida es de fuentes bibliográficas, que a su vez permitirá la construcción del 
marco teórico. 
 
b. Se realizará un estudio sobre la debida motivación y la motivación aparente en 
base al marco legal internacional y nacional, que corresponde a un método 
exegético. 
 
c. Se realizará análisis de jurisprudencia, casaciones y sentencias emitidas por 
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el Tribunal Constitucional, desarrollando un aspecto más allá de lo técnico, 
cumpliendo el método funcional. 
 
3.1.3. Tipo de estudio 
 
El tipo de estudio de la presente investigación es el descriptivo, puesto que, se 
realizará un estudio de las variables de manera independiente, para luego 
interrelacionarlas. 
 
3.1.4. Diseño de estudio 
 
El diseño de estudio que se aplicará será el no experimental transversal 
descriptivo, ya que este tiene como objetivo indagar incidencias y valores en 
















































3.2. Matrices de alineamiento 
 





























































































La población en el presente trabajo lo constituyen 100 disposiciones de archivo 
emitidas en la 1FPPCA. 
 
Se consideró únicamente a la 1FPPCA, debido al documento denominado “Diseño del 
Despacho Corporativo del Distrito Judicial de Arequipa”, realizado por el MP, en el que 
se consigna la organización fiscal del distrito judicial de Arequipa, lográndose advertir 
que la 1FPPC tiene un mayor número de Fiscales Provinciales y Adjuntos a diferencia 
de otros despachos, por tal consideración, se hace más viable la obtención y 
evaluación de disposiciones de archivo del año 2018, asimismo, existe un fácil acceso 
por haber laborado en el mismo en calidad de practicantes. 
3.3.1.1. Criterios de Selección 
 
Para definir la población de estudio, procederemos a especificar los 
criterios que deben cumplir las Disposiciones de Archivo materia de 
análisis, lo cual va a delimitar la población elegible. 
 
a) Criterios de inclusión. - Son aquellos requisitos previos con los que 
deben de contar las Disposiciones de Archivo, para que sean parte de 
la presente investigación. 
 
Siendo dichas características las siguientes: 
 
- Que sean emitidas por la 1FPPCA, ya que, al haber laborado en la 
misma en calidad de practicantes, el ingreso es de mayor facilidad, 
debiéndose tener en cuenta, que, al ser investigaciones penales, tienen 
el carácter de reservado para el público en general. 
 
- Que estas sean emitidas en el año 2018, dado que dichas disposiciones 
se encontrarían ya confirmadas, quiere decir, que no quedaría trámite 
alguno que modifique o cambie el sentido de la decisión, estando por tal 




b) Criterios de exclusión. - Este criterio se refiere a las características o 
condiciones que puede presentar el objeto de estudio, los cuales pueden 
alterar o modificar los resultados, y, en consecuencia, no los hace 
elegibles para el presente estudio. 
 
Siendo así, se ha tomado como condición para las Disposiciones de 
 
Archivo de la 1FPPCA, los siguientes criterios de exclusión: 
 
- Que no versen sobre delitos de conocimiento de Fiscalías 
Especializadas, ya que el Fiscal Provincial no realizara un análisis 
exhaustivo, limitándose a derivar el caso por principio de especialidad. 
 
- Que la decisión de archivar el caso no sea por la causal de abstención de la 
acción penal, por la concurrencia de ne bis in ídem o avocamiento indebido, 
lo que acarrea a que no se realice un desarrollo de los elementos de 
convicción o la determinación de la concurrencia del delito. 
 
- Que la decisión de archivar el caso no sea por la figura de la 
prescripción de la acción penal, ya que no se desarrollara los elementos 
de convicción o el delito denunciado. 
 
- Que los hechos denunciados sean perseguibles por acción privada, no 
siendo competente el MP, disponiéndose la derivación a un juzgado de 
paz letrado. 
 
- Disposiciones de archivo donde se planteen conflictos de competencia 





Para determinar el tamaño de la muestra y garantizar la representatividad, se 
empleó una formula estadística de poblaciones finitas, es decir cuando se conoce 
el número total de unidades de análisis (100 Disposiciones de Archivo) (Córdova, 
2009). 
= 
z2 pqN   
2(N −1) + z2 pq 
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Tras la aplicación de la formula estadística antes señalada se obtuvo una muestra 
de 25 Disposiciones de Archivo, las cuales serán analizadas, a fin de determinar si 
estas presentan motivación aparente, de ser el caso se estaría vulnerando el 
derecho a una debida motivación. 
 
Siendo importante mencionar, que únicamente se desarrollaran en la discusión, 
las disposiciones de archivo que presenten motivación aparente, a efecto de 
evidenciar cuales son los presupuestos para que incurran en este vicio de la 





En el presente estudio, para la selección de la muestra calculada se utilizó el tipo 
de muestreo no probabilístico por conveniencia, lo que significa que solo se 
observaron disposiciones de archivo emitidas en la 1FPPC. 
 
 




La técnica que se utilizó para el recojo de los datos fue la observación. 
 
a) La observación: Es un método de recolección de datos donde se emplea 
órgano de la vista con el propósito de recoger datos e información ligada a 
las características de las variables, todo ello con el fin de colocarlos en 
un soporte físico denominado ficha de observación 
 
3.4.2.  Instrumento 
 
a) Variable Independiente: Motivación Aparente 
 
- Nombre del Instrumento N° 01: Ficha de valoración del nivel de 
motivación de Disposiciones de Archivo mediante indicadores. 
 




- Contenido: Consta de 10 Ítems, distribuidos de la siguiente manera: 
Claridad, hechos, análisis normativo, análisis probatorio, análisis de 
subsunción, análisis doctrinario, análisis jurisprudencial, 
identificación de la causa especifica de archivo, tipificación del 
delito y decisión. 
- Forma de aplicación: Observación 
 
- Tiempo estimado de aplicación: 15 a 30 minutos 
 
- Valides: Fue validado por 2 expertos. 
 




b)  Variable Dependiente: Debida motivación 
 
- Nombre del Instrumento: Ficha de valoración del nivel de motivación 
de Disposiciones de Archivo mediante indicadores. 
 
- Autores: Gonzalo Fernando Calatayud Rosales y Jersson Luis 
Neyra Morales 
 
- Contenido: Consta de 10 Ítems, distribuidos de la siguiente manera: 
Claridad, hechos, análisis normativo, análisis probatorio, análisis de 
subsunción, análisis doctrinario, análisis jurisprudencial, 
identificación de la causa especifica de archivo, tipificación del 
delito y decisión. 
- Forma de aplicación: Observación 
 
- Tiempo estimado de aplicación: 15 a 20 minutos 
 
- Validez: Fue validado por 2 expertos. 
 
- Especialista: Mg. Reynaldi Román Roberto. 
 









a) Gestión del permiso correspondiente con las autoridades del MP, mediante 
solicitud a fin de que nos conceda el ingreso a las instalaciones de dicha 
institución. 
 
b) Solicitud de permiso dirigido al Coordinador de la 1FPPCA, para la respectiva 
autorización de recojo de disposiciones de archivo dentro de los despachos 
de investigación fiscal adscritos a la primera fiscalía. 
 
c) Solicitud de permiso dirigido a los Fiscales Provinciales de cada despacho de 
investigación de la 1FPPCA, a fin de que nos permitan poder recabar 
diferentes disposiciones de archivo teniendo en cuenta los criterios de 
inclusión y exclusión correspondientes. 
 
d) Recojo de disposiciones de archivo los días martes y jueves del mes de enero 
a partir de las 16:00 horas hasta las 17:30. 
 

































































TABLA N° 1 
 
POBLACIÓN EN ESTUDIO SEGÚN DELITO, AREQUIPA, 2018 
 
 
DELITO Fi % 
   
Daños 2 8 
   
Abuso de autoridad 3 12 
   
Usurpación 3 12 
   
Hurto agravado 5 20 
   
Falsificación de documento 1 4 
   
Falsedad ideológica 2 8 
   
Denuncia calumniosa 1 4 
   
Falsedad genérica 3 12 
   
Estafa 2 8 
   
Ayuda al suicidio 1 4 
   
Ingreso indebido de 1 4 
equipos   
Violación de domicilio 1 4 
   
Total 25 100   
Fuente: Elaboración propia 
 
 
En la presente tabla se observa que el delito de Hurto agravado es el que predomina 
dentro de las disposiciones de Archivo analizadas, ya que cuenta con el 20% (n=5) del 
total de la población estudiada, ello debido a que el delito de Hurto agravado es uno 




GRAFICO N° 1 
 
POBLACIÓN EN ESTUDIO SEGÚN DELITO, AREQUIPA, 2018  
 























Fuente: Elaboración propia 
 
 
TABLA N° 2 
 
POBLACIÓN EN ESTUDIO SEGÚN MOTIVACIÓN 
 
MOTIVACIÓN EN fi % 
LAS   
DISPOSICIONES DE   
ARCHIVO   
Debida motivación 15 60 
Motivación aparente 7 28 
Motivación deficiente 3 12 
TOTAL 25 100  
Fuente: Elaboración propia 
 
 
En la presente tabla se aprecia que, del total de la población de estudio, el 60% de las 
disposiciones de archivo fiscal emitidas en la 1FPPC (n=15), cuentan con una debida 
motivación, así mismo se evidencia que el 28% (n=7) incurrieron en motivación 
aparente, mientras que el 12% (n=3) presenta una motivación deficiente. 
 
Entendemos por debida motivación al conjunto de razonamientos de hecho y de derecho 
realizado por el fiscal, en los cuales apoya su decisión, en tanto la motivación aparente es 
aquella que contiene argumentos falsos, simulados o inapropiados, mientras que la 
motivación deficiente es aquella que no cuenta con argumentos de hecho o derecho. 
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GRAFICO N° 2 
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Contraste con los objetivos de la investigación 
 
Luego de analizar las disposiciones que presentan motivación aparente y de haber 
aplicado los instrumentos previamente aprobados por los especialistas 
correspondientes para tal fin, se procedió a relacionar los mismos con los objetivos 
planteados en nuestra investigación, sobre ello, tenemos en primer término que: 
 
El objetivo general que planteamos es el siguiente: Determinar la necesidad de 
evidenciar la motivación aparente en las disposiciones de archivo en la 1FPPCA, a efecto 
de no vulnerar la debida motivación. Entonces, sobre tal objetivo y luego de desarrollar el 
capítulo de resultados, podemos concluir que si existe motivación aparente en las 
disposiciones de archivo las cuales fueron emitidas por la 1FPPCA, ello dado que el 28% 
de las disposiciones objeto de estudio incurren en este vicio de la motivación, teniéndose 
en cuenta ello, debe indicarse que es necesario establecer dicha realidad para generar un 
cambio en cuanto a la motivación de las decisiones fiscales, y propiciar un mayor estudio 
sobre tal ineficiencia, ya que durante el transcurso de la investigación, no se evidencian 
estudios relacionados con la debida motivación en sede fiscal, bajo tales consideraciones, 
el derecho a la debida motivación es un derecho fundamental de todo sujeto de derecho, 
por ende, no puede ser pasible de arbitrariedades. 
 
Sobre los objetivos específicos 
 
El primer objetivo específico de la presente investigación es: Analizar la Naturaleza 
Jurídica de la motivación aparente. Entonces, debe indicarse que la naturaleza jurídica de 
la motivación aparente ha sido desarrollada en el marco teórico, en el cual se ha 
determinado que este término surgió a raíz de la sentencia recaída en el Exp. N° 3943-
2006-PA, TC, al desarrollar las tipologías de supuestos en donde se menoscabaría el 
derecho a la debida motivación, indicando lo referente a la motivación aparente la misma 




mínimas que apoyen su decisión, o simplemente no contesta, omite y/o excede 
injustificadamente las alegaciones de los sujetos procesales. 
 
En cuanto al segundo objetivo específico, el cual es: Analizar la Naturaleza Jurídica 
de la debida motivación, este fue desarrollado en el marco teórico, estableciéndose 
que la debida motivación es un derecho fundamental consagrado en nuestra CPP, y a 
su vez, este fue objeto de bastos pronunciamientos por parte del TC, estableciéndose 
que es un derecho irrestricto de todos los sujetos de derecho, a efecto de que puedan 
conocer las razones o fundamentos que llevaron al magistrado a tomar una decisión, 
la cual tiene que estar sujeta a derecho, y no incurrir en ningún tipo de arbitrariedad o 
apreciación carente de sustento jurídico. 
 
Respecto al tercer objetivo específico, el cual es: Analizar la Naturaleza Jurídica de 
las disposiciones de archivo en sede fiscal, se ha determinado en el marco teórico de 
la presente investigación, que esta es una decisión emitida por el representante del 
MP, con la cual puede disponer el archivo de una investigación, siempre que se 
presenten las causales previstas en el art. 122 del CPP. 
 
Sobre el cuarto objetivo específico, el cual es: Analizar las características de la 
motivación aparente en las disposiciones fiscales mediante indicadores de evaluación, 
se procedió a analizar las características de la motivación aparente en las 
disposiciones de archivo, por lo cual se ha desarrollado 10 indicadores de evaluación, 
siendo los siguientes: Claridad, hechos, análisis normativo, análisis probatorio, análisis 
de subsunción, análisis doctrinario, análisis jurisprudencial, identificación de la causa 
especifica de archivo, tipificación del delito y decisión. Se ha desarrollado tal 
clasificación, a efecto de determinar si en las disposiciones objeto de estudio se 
evidencia una debida motivación, o caso contrario, una motivación aparente. 
 
 
Contraste con los antecedentes de la investigación 
 
Debe indicarse que los antecedentes de investigación consignados en el Capítulo II, 
guardan una estrecha relación con la presente tesis, debido a que, en estos trabajos 
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investigación se analizan diversos tipos de resoluciones jurisdiccionales con el fin de 
determinar si estas se encuentran debidamente motivadas o presentan deficiencias en 
cuanto a su motivación, siendo necesario resaltar, que en los resultados de estas 
investigaciones se advierte en su totalidad, la presencia de algún vicio de la 
motivación, conforme a ello, es claro que en nuestra realidad jurídica se hace 
necesario promover un mayor estudio del derecho fundamental a la debida motivación, 
y comprender su importancia. 
 
Asimismo, debe indicarse que la motivación de las decisiones fiscales no es un tema 
muy abordado por los investigadores del derecho, ya que únicamente se ha 
encontrado una tesis que analiza decisiones adoptadas por el representante del MP. 
En síntesis, podemos advertir que en nuestro país los magistrados incurren en algún 
vicio de la motivación al momento de adoptar una decisión, y si bien no es en la 
totalidad de sus decisiones, existe un porcentaje que oscila entre el 10% y 30% del 
total de sus decisiones, propiciando una vulneración a diversos derechos 
fundamentales, como la tutela jurisdiccional efectiva, debido proceso y, por último, 
pero no menos importante al derecho a la debida motivación. 
 
En cuanto a la aplicación del instrumento denominado “Ficha de valoración de nivel de 
motivación de Disposiciones de Archivo mediante Indicadores”, debemos precisar que 
dicho instrumento cuenta con los siguientes criterios de evaluación: 
 
 
 Valoración cuantitativa Valoración cualitativa 
Criterios de 17 – 20 DEBIDA MOTIVACIÓN 
Evaluación 11 – 16 MOTIVACIÓN APARENTE 
 0 – 10 MOTIVACIÓN DEFICIENTE 
 
 
En base a ello se obtuvo que, del total de nuestra muestra de estudio, el 28% de la 
misma es decir 07 disposiciones de archivo cuentan con motivación aparente, ya que 
obtuvieron una calificación entre 11 a 16, las cuales serán analizadas de manera 









N° Carpeta Fiscal 








: 09 de Julio del 2018 
: Ingreso de objetos prohibidos a un penal Art. 369 – A. CP. 
 
 
La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 
a que obtuvo un promedio de 11. 
 
Análisis de los Hechos 
 
En cuanto a los hechos, la presente disposición no cuenta con una descripción 
detallada de los mismos, es decir, no manifiesta las circunstancias anteriores y 
posteriores de manera clara. En efecto, se lee en el primer considerando de la 
disposición materia de análisis lo siguiente: 
 
“Hechos Denunciados: Del acta de intervención policial, se tiene que en fecha 21 
de mayo del 2018, a horas 14:50 aproximadamente, en los ambientes del interior 
del Establecimiento Penitenciario de Varones de Socabaya, la persona de 
nombre Pavel Catillo Pacheco, antes de ingresar al cubículo de revisión corporal 
se percata de la presencia de su celular marca Maxwest de color negro con 
anaranjado, con teclado analógico y cámara posterior, intentando entregar dicho 
objeto al personal, de seguridad, por lo que se comunica de forma inmediata al 




Sobre ello, somos del criterio que en este punto el fiscal a cargo debió cuando menos, 
mencionar las circunstancias precedentes al hecho denunciado, como, explicar en qué 
calidad se presentó el investigado al centro penitenciario, así mismo debió de 
considerar las acciones posteriores que se llevaron a cabo y no solo transcribir lo 
mencionado en el Acta de Intervención Policial. 
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Fundamentos de Archivo 
 
En la disposición de archivo el fiscal a cargo, esboza sus fundamentos de archivo en lo 
siguiente: 
 
“George Pavel Castillo Pacheco, antes de ingresar al cubículo de revisión 
corporal se percata de la presencia de su celular marca Maxwest,(…) de los 
actuados se tiene que el denunciado no habría tenido la intención de ingresar 
dicho celular al interior del Penal de Varones de Socabaya, tal es así que en la 
declaración del personal del INPE Neil Edwin Sanz Pineda, refiriere que el 
investigado al percatarse de que se encontraba en posesión de su celular intenta 
sacar dicho equipo y se lo entrega al personal del INPE, (…), se tiene que por 
reglas de la máxima experiencia, cuando una persona ingresa al establecimiento 
penal sabe que personal del INPE realizara un registro personal y de los objetos 
que porta, por tanto de querer introducir ilegalmente un objeto prohibido 
generalmente estos se esconden o camuflan, no siendo este el caso, que 
conforme ha referido el investigado, portaba dicho equipo en el estuche adherido 
a su correa, circunstancia que hace advertir la ausencia de dolo en el actuar del 
investigado advirtiéndose por tanto ausencia de tipicidad, (…), así mismo no 
existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos datos a la 
investigación que permitan acreditar que el denunciado haya actuado con dolo” 
(SGF-2759-2018) (Subrayado Nuestro) 
 
Fundamentos en específicos de archivo 
 
a) Ausencia de tipicidad 
 
b) Que, no sería razonable incorporar nuevos datos a la investigación que permitan 
evidenciar que el investigado haya actuado con dolo. 
 
c) Se basa en las máximas de la experiencia refiriendo que, cuando una persona ingresa 





registro personal y de los objetos que porta, por tanto, de querer introducir 
ilegalmente un objeto prohibido generalmente estos se esconden o camuflan. 
 
Análisis del primer fundamento de Archivo 
 
Ausencia de Tipicidad 
 
En la presente disposición de archivo materia de análisis el representante del MP, 
indica como fundamento la falta de tipicidad, mas no especifica si esta ausencia se 
refiera a la tipicidad objetiva o subjetiva, más aún cuando en la presente no se 
desarrolla ninguna de estas. 
 
A fin de evidenciar que la presente disposición incurre en motivación aparente hemos 









































Luego de haber realizado lo anterior respecto a la tipicidad objetiva, hemos puesto en 
evidencia que en efecto la conducta realizada por el investigado si encajaría en el tipo 
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penal denunciado y por lo tanto si existiría tipicidad objetiva. En cuanto a la tipicidad 
subjetiva, podemos precisar que cualquier persona que visita un centro penitenciario 
sabe que se encuentra prohibido el ingreso de celulares y más aún cuando en la 
presente investigación se tiene que el denunciado ostentaría la calidad de abogado, 
por lo que podemos inferir que si tenía pleno conocimiento de su actuar. 
 
En consecuencia, somos del criterio que el presente fundamento de atipicidad 
esbozado por el representante del MP carece de sustento. 
 
Análisis del segundo fundamento de Archivo 
 
El representante del MP indica que, no sería razonable incorporar nuevos datos a la 
investigación que permitan evidenciar que el investigado haya actuado con dolo. 
 
Al respecto debemos precisar que si era necesario realizar más actos de investigación, 
ya que en el considerando Tercero titulado: “De los actos de Investigación”, no se 
evidencia diligencia alguna que permita corroborar si el denunciado efectivamente 
ostentaba o no la calidad de abogado, así mismo no se aprecia diligencia alguna a fin 
de recabar información de las circunstancias en las que el investigado se apersonó al 
penal, si lo hizo en día de visita de familiares o en un día establecido para entrevistas 
de abogados defensores con sus patrocinados, aunado a ello, no se aprecia si se 
solicitó los videos de seguridad del centro penitenciario a fin de corroborar lo 
manifestado por el mismo investigado. 
 
 
Análisis del tercer fundamento de Archivo 
 
El fiscal refiere que, por máximas de la experiencia, cuando una persona ingresa al 
establecimiento penal sabe que personal del INPE realizara un registro personal y de 
los objetos que porta, por tanto, de querer introducir ilegalmente un objeto prohibido 
generalmente estos se esconden o camuflan, lo cual no habría sucedido en el caso 




Debemos precisar que el tipo penal no hace mención si para la realización de este 
ilícito el agente deba, camuflar, esconder o valerse de algún otro método para ingresar 
indebidamente un equipo celular, en cuanto si el agente habría actuado con dolo o no, 
sabemos que en un centro penitenciario se encuentra prohibido toda clase de 
aparatos de telecomunicación así mismo se tiene que el investigado tendría 
conocimiento de la norma penal al ser abogado por lo que tendría pleno conocimiento 




En base a lo mencionado precedentemente podemos indicar que la presente 
disposición de archivo carece a todas luces de una debida motivación, por tanto, 
presenta una motivación aparente, debido a que el representante del MP solo da un 
cumplimiento formal para con el archivo de la investigación ya que solo menciona la 
norma penal aplicable sin haber subsumido los hechos materia de investigación a la 
misma correctamente. 
 
Sumado a ello, no ha realizado un estudio de tipicidad ni objetivo ni subjetivo que 
permita respaldar su fundamento de atipicidad, así mismo no ha agotado todos los 
actos de investigación a fin de poder recabar más elementos de convicción, por lo que 
su segundo fundamento de archivo carecería de respaldo ya que cuando menos ya 
habían indicios de carácter liminar, que habrían permitido justificar la realización de 
más diligencias a efecto de determinar la ilicitud de la conducta del denunciado. 
 
Por último, el representante del MP basó su tercer fundamento en apreciaciones 
subjetivas bajo la figura de las máximas de la experiencia sin haber desarrollado 
adecuadamente esta última, dando razones que carecen de justificación legal, 
vulnerando así el derecho a la debida motivación, ocasionando a su vez una sensación 
de impunidad y vulneración al derecho al debido proceso del agraviado, el cual sería el 












N° CARPETA FISCAL : 10217-2017 
DISPOSICIÓN N° : 02-2018-MP-1FPPCP-AREQUIPA  
FECHA : 05 de diciembre del 2018 
Delito : Hurto agravado, art. 185 CP. Art. 186 Inc. 2, 5, del CP. 
 
La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 





El 26 de agosto del 2017, Miriam Quispe Huarhua indicó haber sido víctima de hurto 
de su celular marca Huawei Y-3, por una persona de sexo masculino de regular 
tamaño, cabello crespo y bigotes que había ingresado a su local Mundo Agropecuario 
E.I.R.L. ubicado circunstancia que la motivo a dar parte a la policía y brindar las 
características del sujeto quien le sustrajo el celular, para lo cual la PNP logró ubicar a 
dos sujetos de sexo masculino a quienes se les condujo al local comercial lugar donde 
reconoció a uno de ellos como la persona quien le había sustraído su celular. 
 
Fundamentos del Archivo 
 
En la presente disposición de archivo el fiscal a cargo, fundamenta su decisión en lo 
siguiente: 
 
“Efectuando el análisis de los actuados obrantes en la presente Carpeta Fiscal, 
se advierte que no existen suficientes elementos de convicción que acrediten la 
comisión del ilícito denunciado, toda vez que, para la configuración del mismo 
resulta necesario que se acredite la pre-existencia de los bienes sustraídos así 
como la identificación del autor o autores, presupuestos no evidenciados en el 








Fundamentos específicos de archivo 
 
a) Falta de elementos de convicción 
 
b) Falta de acreditación de la pre-existencia del bien sustraído e identificación del 
 
autor o autores 
 
Análisis del Primer Fundamento 
 
Como bien sabemos cuándo hablamos de elementos de convicción nos referimos a 
los actos de investigación que realiza el representante del MP en la etapa preliminar, 
con el fin de poder recabar elementos de prueba tanto de cargo y de descargo. Así 
mismo debemos precisar que estos actos de investigación deben ser, conducentes, 
pertinentes y útiles a fin de esclarecer los hechos metería de investigación. 
 
En la presente disposición de archivo materia de análisis, advertimos que uno de los 
fundamentos que el representante del MP utilizó para archivar la investigación fue el 
de “Falta de elementos de convicción” 
 
En cuanto a la falta de elementos de convicción que hace referencia el representante 
del MP, somos del criterio que pudo realizar más diligencias, como el de recabar la 
ampliación de declaración de la parte agraviada, ello en atención que solo obra en la 
carpeta fiscal la declaración de la misma en sede policial. Así mismo no se advierte 
diligencia alguna programada para tal fin ni acta de inconcurrencia en el caso que la 
denunciante no haya asistido. 
 
Aunado a ello en el cuarto considerando de la presente disposición de archivo se 
observó 2 dictámenes periciales con fecha 18 de noviembre del 2017, practicado a uno 
de los investigados de iniciales A.Q.A.R, concluyendo el primero de estos que la 
muestra de sangre analizada no presenta ninguna sustancia toxica y en cuanto al 
segundo dictamen se observó que el resultado del mismo fue, que la sangre analizada 
no presentaba alcohol etílico, así mismo se pudo observar un tercer dictamen pericial 
de fecha 09 de diciembre del 2017, el cual concluye que la muestra de sangre 





Si bien es cierto el representante del MP a cargo de la investigación cuenta con 
determinada autonomía para la realización de sus actos de investigación, somos del 
criterio que las 3 últimas diligencias ordenadas por su despacho y que posteriormente 
condujeron a la obtención de los dictámenes periciales, no cuentan con la pertinencia ni 
utilidad que se exige para el esclarecimiento de los hechos materia de denuncia, no 
obstante si el representante del MP hubiese querido obtener algún medio de prueba a fin 
de sustentar alguna causa de justificación, esta no podría ser válida debido a que los 
exámenes realizados al presunto autor del delito de hurto carecerían de conducencia ya 
que fueron practicados 02 meses después de los hechos denunciados. 
 
Finalmente, y teniendo en cuenta lo antes mencionado, podemos indicar que el 
fundamento “falta de elementos de convicción” no guarda relación con el derecho a la 
debida motivación y por ende de un debido proceso ya que el representante del MP, 
solo trata de dar un cumplimiento formal con la norma. 
 
 
Análisis del Segundo Fundamento 
 
El código Penal en el Art. 201.1 estable que, en los delitos contra el patrimonio se 
debe de corroborar la preexistencia del bien materia de litis a través de cualquier 
medio idóneo, en el presente caso el representante del MP plasma su decisión en 
base a lo siguiente: 
 
“QUINTO. - Efectuando el análisis de los actuados obrantes en la presente 
carpeta Fiscal, (…) toda vez que para, para la configuración del mismo delito 
(hurto) resulta necesario que se acredite la pre-existencia de los bienes 
sustraídos, así como la identificación del autor” (SGF-10217-2017). 
 
En base a lo expuesto por el representante del MP, podemos indicar que, si bien es 
cierto la parte agraviada no cumplió con presentar algún medio idóneo que acredite la 
preexistencia del bien, no se debe confundir la insuficiencia probatoria como un 





Por tal razón somos del criterio que el representante del MP, no debió de dar a 
entender que sin dicho requisito no se podría configurar el delito de hurto siendo este 
un argumento falso. 
 
En cuanto a la identificación del imputado el Representante del MP, claramente ha 
omitido la sindicación por parte de la agraviada, ya que de los hechos se desprende 
que la agraviada es quien reconoce a una de las dos personas intervenidas como el 
autor del ilícito denunciado, si bien es cierto sabemos que toda sindicación debe ser 
corroborada esta no se advierte en el presente caso, debido a que el representante del 
MP ha omitido realizar diferentes actos de investigación que ayuden al esclarecimiento 
de los hechos, generando así una sensación de impunidad. 
 
Finalmente podemos indicar que nuevamente el representante del MP solo trató de 
dar cumplimiento formal con la norma, esbozando argumentos falsos y omitiendo lo 
señalado por la parte denunciante sin sustento alguno, desarrollando así 
características de una motivación aparente. 
 
 
Análisis de los criterios: Doctrina y Jurisprudencia 
 
Debemos señalar que, en la presente disposición, no se aprecia ninguna referencia 
doctrinaria y/o jurisprudencial pertinente que se puede usar al caso en concreto. 
 
Sin embargo, en este caso no podríamos dejar de lado mencionar que en cuanto al 
delito de Hurto agravado existe extensa doctrina y jurisprudencia que el representante 
del MP, pudo haber tomado en cuenta a fin de respaldar su decisión. 
 
 
Análisis de los criterios: Subsunción y Tipificación del Delito 
 
Debemos señalar que, en cuanto a estos criterios, la disposición materia de análisis no 
explica en ningún extremo si la conducta del investigado se subsume o no en el tipo penal 
de hurto, ya que solo se ha limitado a dar detalles sobre los requisitos de preexistencia y 




Así mismo debemos precisar que el representante del MP indicó lo siguiente: 
 
 
“La imputación realizada al investigado no deja ser la sola sindicación, y no es 
posible imputar tal conducta al investigado por cuanto no existen elementos de 
convicción que acrediten fehacientemente que el imputado sea el autor del ilícito” 
(SGF-10217-2017). 
 
En efecto podemos advertir que el representante del MP no evidencia si el hecho 
imputado es típico o no, si la conducta del actor es jurídica o antijurídica, es decir no 




Podemos concluir que la presente disposición de archivo, presenta motivación 
aparente ya que no se evidencia un análisis de tipicidad adecuado, aunado a ello no 
subsume los hechos a la norma penal aplicable, es decir el representante del MP solo 
se ha limitado a dar razones que si bien es cierto podrían ser validas como tener en 
cuenta la falta de acreditación de la pre existencia y valorización del bien hurtado, este 
no cuenta con respaldo ya que no se evidencia si se le solicito a la agraviada la 
documentación pertinente, de ser el caso no se evidencia constancia alguna de 
inconcurrencia, hacemos mención de lo anterior debido a que el fiscal a cargo basa su 
fundamentación en este criterio, el mismo que no compartimos ya que se etaria 
vulnerando el derecho a la debida motivación y al de la tutela jurisdiccional efectiva, 
debido a que pese de haber plena identificación del autor del hecho delictivo por parte 





















N° CARPETA FISCAL : 104-2018 
DISPOSICIÓN N° : 03-2018-MP-1FPPCP-AREQUIPA  
FECHA : 17 de Julio del 2018 
Delito : Agresiones en contra de mujeres art. 122-B, CP. 
 
La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 




El 18 de enero del 2018 Gabriela Núñez Hurtado denunció ser víctima de agresiones 
psicológicas constantes por parte de sus primos hermanos Erika Núñez Delgado, 
Manuel Núñez Delgado y también por su esposo Carlos Fuentes Ramos. 
 
Fundamentos del Archivo 
 
El representante del MP a cargo de esta investigación por el presunto delito de 
agresiones psicológicas en contra de una mujer, archivó la presente en base al 
siguiente argumento. 
 
“Para que se pueda tipificar la conducta del denunciado dentro del art. 122-B, se 
debe analizar los actuados y en primer lugar el presente artículo refiere que: El que 
de cualquier modo cause lesiones corporales que requieran menos de diez días de 
asistencia o descanso según prescripción facultativa (…), conforme al acuerdo 
plenario N° 2-2005/CJ-116, por el cual no basta la sola declaración del denunciante 
sino que debe ser corroborado con ciertos elementos periféricos, sin embargo de los 
actuados se tiene que mediante oficio N° 826-2018-MP-FN-IML-DMLI-H-AR, el 
Instituto de Medicina Legal informa que la denunciante tiene cita programada para el 
día 04 de noviembre de 2018, por lo que no se tiene esta prueba necesaria para que 
este despacho emita pronunciamiento de los hechos investigados, así entonces se 
tiene que, no existen suficiente elementos de convicción que permitan imputar la 
comisión del delito denunciado, por lo que debe 
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de disponer el archivo de la investigación al haber agotado las diligencias 
dispuestas” (SGF-104-2018). 
 
En resumen, el representante del MP, basó su decisión de archivar la investigación en 
un único fundamento en específico. 
 
a) La falta de elementos de convicción 
 
 
Bien teniendo ello presente y luego de haber realizado un análisis del total de la 
fundamentación de archivo expuesta por el fiscal a cargo y citada anteriormente, 
somos del criterio que esta carece de sustento lógico, debido a que si trazamos una 























Fuente: Elaboración Propia 
 
Delimitados cronológicamente los hechos más relevantes y en atención a lo que el 
representante del MP expuso como fundamento de archivo, somos del criterio que, en 
efecto haber archivado la presente investigación por falta de elementos de convicción 
carece de sustento lógico y normativo en atención a que pese de estar pendiente una 







En consecuencia, mínimamente debió de esperar que la denunciante pase por esta 
pericia psicológica a fin de tener el resultado de esta evaluación con el fin obtener un 
medio idóneo que hubiese permitido archivar o continuar con la investigación. 
 
Análisis del fundamento: Tipificación del Delito 
 
Así mismo en la presente disposición, no se evidencia si el hecho imputado es típico o 
no, si la conducta del actor es jurídica o antijurídica si el actor es o no culpable ya que 
el representante del MP solo se ha limitado a dar como fundamento de archivo, la 
inexistencia de suficientes elementos de convicción para seguir con la investigación. 
 
“Así se tiene entonces que, no existen suficientes elementos de convicción que 
permitan imputar la comisión de los delitos denunciados”. (SGF-104-2018) 
 
Teniendo presente lo anterior, somos del criterio que en este considerando se debió 
desarrollar de manera explícita si la conducta de los investigados encajaría o no en el 
tipo penal de agresiones contra la mujer, es decir, se debió realizar un juicio de 
tipicidad adecuado a fin de ilustrar a la parte denunciante si efectivamente se habría 




En base a lo anterior somos del criterio que en efecto la presente disposición de 
archivo vulnera el derecho a la debida motivación al presentar motivación aparente, ya 
que: Primero no desarrolla un juicio de tipicidad adecuado a fin de que se explique de 
manera clara si los denunciados concurrieron o no en una conducta reprochable por 
nuestro ordenamiento legal. 
 
Segundo, se archiva la presente, bajo el fundamento de falta de elementos de 
convicción, aunado a ello resulta contradictorio toda vez que del propio fundamento de 
archivo se desprende que faltaría el resultado de la evaluación psicológica de la 






por el instituto de Medicina Legal el cual también es mencionado en el propio 
fundamento de archivo. 
 
En conclusión, podemos afirmar que en efecto esta disposición de archivo cuenta con 
motivación aparente ya que contiene argumentos inapropiados que carecen de un 
sustento lógico y normativo, es decir solo se ha trato de dar un cumplimento formal al 
citar las normas legales que permiten el archivo de una investigación, vulnerando así 
derechos fundamentales como el de debido proceso, tutela jurisdiccional efectiva y el 

























































N° CARPETA FISCAL 








: 25 de abril del 2018  




La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 




Renato Parra Chavarría, denuncio haber sido víctima de abuso de autoridad por parte 
de la S-3 PNP Nelvy Huamani Alarcón, toda vez que el día 10 de noviembre del 2017, 
le impuso la papeleta G-40, ello debido a que el denunciante habría estacionado su 
vehículo en la primera cuadra de la calle san Agustín. 
 
 
Fundamentos del Archivo 
 
El representante del MP a cargo de esta investigación, archivó la presente en base al 
siguiente argumento. 
 
“De los actos de investigación derivados de la presente denuncia realizada, se 
advierte que no se ha podido satisfacer con uno de los presupuestos de carácter 
procesal indispensables para la formalización de la investigación, por cuanto no 
existen suficientes elementos de convicción que corrobore la realización del ilícito 
denunciado. Pues de la denuncia se tiene que el vehículo había sido estacionado en 
una zona prohibida. Estas prohibiciones las dicto la municipalidad provincial de 
Arequipa, con la ordenanza municipal N° 692-11 Anexo 01, se tiene que la Calle San 
Agustín primera cuadra es una vía peatonal y declarada zona rígida; el art. 3 
Incumplimiento de la presente ordenanza se califica como falta grave y se aplica la 
infracción G-40 y con la medida preventiva de remoción de vehículo y 
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acumulación de 20 puntos en contra la respectiva licencia de conducir previstos 
en el D.S. 016-2009 – MTC. Por ultimo de la inspección técnica policial y de las 
imágenes se aprecia que efectivamente la calle San Agustín tiene pintada una 
marca en el sardinel de color amarillo. Lo anteriormente expuesto se encuentra 
respaldado en nuestro propio ordenamiento jurídico. Si bien son necesarios 
datos indiciarios, estos son nulos e insuficientes para disponer el ejercicio de la 
acción penal. Así mismos se tiene que la presente investigación no satisface los 
requisitos establecidos por el TC (SGF-2161-2018). (Subrayado Nuestro) 
 
En resumen, la presente disposición que versa sobre el supuesto delito de Abuso de 
Autoridad, ha sido archivada por el representante del MP a cargo por el siguiente 
fundamento: 
 
a) Falta de elementos de convicción 
 
 
Bien, teniendo ello presente, debemos precisar que, del propio fundamento de archivo 
se desprende que: 
 
“De la denuncia se tiene que el vehículo menor se encontraba estacionado en 
una zona rígida, (…), Estas prohibiciones las dicta la municipalidad provincial de 
Arequipa, (…), de la ordenanza municipal N° 692-11 Anexo 01, se tiene que la 
Calle San Agustín primera cuadra es una vía peatonal y declarada zona rígida; el 
art. 3 Incumplimiento de la presente ordenanza se califica como falta grave y se 
aplica la infracción G-40 y con la medida preventiva de remoción de vehículo y 
acumulación de 20 puntos en contra la respectiva licencia de conducir previstos 
en el D.S. 016-2009 – MTC. Por ultimo de la inspección técnica policial y de las 
imágenes se aprecia que efectivamente la calle San Agustín tiene pintada una 







En atención a lo anterior, somos del criterio que en efecto si existieron suficientes 
elementos de descargo que el representante del MP pudo haber usado para 
fundamentar de manera adecuada el archivo correspondiente. 
 
En consecuencia, podemos advertir que al ser la disposición N° 01, el representante 
del MP, no habría realizado una calificación idónea de la denuncia, ya que de plano 
pudo haberla archivado bajo el argumento que la conducta realizada por la S-3 PNP 
Nelvy Huamani Alarcón, no constituye delito debido a que no estaba incurriendo en 
ningún acto arbitrario sino en un acto propio de sus funciones como efectivo policial. 
 
Ahora bien, siguiendo con el análisis del fundamento de archivo el representante del 
MP indicó lo siguiente: 
 
“Así mismos se tiene que la presente investigación no satisface los requisitos 
establecidos por el TC” (SGF-2161-2018). 
 
En cuanto a lo anterior el fiscal a cargo no menciona cuales son esos requisitos que se 
necesitan para la continuación de la investigación preliminar, en buena cuenta si este 
se refiere a la tipicidad de la conducta del investigado entendemos que, en la presente 
disposición de archivo no se ha realizado dicho examen de tipicidad, ya que somos del 
criterio que este hubiese sido sobre abundante debido a que la conducta de la 




Podemos concluir que la presente disposición de archivo vulnera el derecho a la 
debida motivación al presentar motivación aparente, ya que: 
 
Primero, sabemos que el representante del MP es el titular de la acción penal, por ende, 
conduce la misma, que en una investigación fiscal no solo se debe recabar elementos de 
cargo si no que también debe recabar elementos de descargo a fin de que la investigación 
sea objetiva. La presente disposición materia de análisis fue archivada bajo una supuesta 
falta de elementos de convicción, afirmación que deviene en falsa ya que hemos puesto en 
evidencia que si existieron elementos de convicción de descargo 
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que hubiesen permitido el archivo de la presente, es decir el representante del MP 
basó su fundamentación en una afirmación falsa. 
 
Segundo: Así mismo hemos puesto en evidencia que el fiscal a cargo no habría 
realizado una buena calificación de la denuncia tal y como lo prevé el Art. 334 del 
Código Procesal Penal, ya que de plano pudo haberla archivado bajo la premisa que 
el hecho denunciado no constituye delito toda vez que la denunciada estaba 
realizando funciones propias de su labor de Policía, ello respaldado con todos los 
elementos de convicción de descargo que se pudo recabar durante la investigación, y 
que han sido citados incluso en la fundamentación de archivo. 
 
Tercero: Somos del criterio que el hecho que en ocasiones se presente más de una 
solución racional a un determinado caso, no significa que el tomar cualquiera de estas 
sea la adecuada. 
 
Finalmente, por los considerandos antes descritos entendemos que el derecho a la 
debida motivación ha sido vulnerado en la presente disposición de archivo al presentar 
motivación aparente debido a que el fundamento de archivo contiene argumentos 






































: 28 de marzo del 2018  
: Hurto Agravado, art. 185 concordante con el art. 186, inciso 
2, CP. 
 
La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 




Mónica Sánchez Suarez denunció a Roberto Palao Alfaro, que el día 31 de julio del 
2017, hurtó su celular Samsung S-8, valorizado en el dos mil trecientos soles, mientras 
que el denunciado era atendido en el área de medicina física del Hospital Goyeneche. 
 
Fundamento de Archivo 
 
El representante del MP a cargo de esta investigación por el presunto delito de hurto 
agravado, archivó la presente en base al siguiente argumento. 
 
“Efectuando el análisis de los actuados obrantes en la presente carpeta fiscal, se 
advierte que no existen suficientes elementos de convicción que acrediten la 
comisión del ilícito denunciado, toda vez que, para la configuración del mismo 
resulta necesario que se acredite la pre existencia de los bienes sustraídos así 
como la identificación del autor o autores, presupuestos no evidenciados en el 
presente caso, toda vez, que la denunciante no ha cumplido con acreditar el 
valor y la pre existencia del bien, tal y como lo requiere el Art. 201 del Código 
Penal. Siendo así, la imputación realizada por la denunciante no deja de ser la 
sola sindicación la misma que no resulta suficiente para atribuir responsabilidad” 
(SGF-9412-2017). 
 
En resumen, los principales argumentos que usó el representante del MP para 
archivar la denuncia fue: 
 










b) Incumplimiento de los requisitos de preexistencia y valoración del bien sustraído 
establecido en el Art. 201 del CP. 
 
c) Falta de Identificación del autor 
 
 
Análisis de las Diligencias Realizadas 
 
Antes de abordar este punto, debemos precisar que la presente disposición de archivo 
 
cuenta con 05 diligencias que se llevaron a cabo durante la investigación preliminar, las 
 
cuales han sido descritas por el mismo representante del MP de manera expresa en la 
 
disposición materia de análisis. 
 
Para lo cual, las pasaremos a detallar en el siguiente cuadro con su respectivo análisis. 
 
Cuadro N° 01 – Análisis Comparativo      
DILIGENCIA PRELIMINAR  ANÁLISIS   
   
 Respecto a este, entendemos que  
1. Acta de recepción de denuncia Policial, de fue pertinente ya que con dicha acta  
fecha 31 de julio del 2017. se estaba dando la noticia criminal  
 a personal de la PNP.    
 En   cuanto   a   esta   diligencia, 
2. Declaración de Mónica Sánchez Suarez, con entendemos que la declaración de 
fecha 31 de julio del 2017 en donde indicó que la  agraviada  se  hizo  en  sede 
mientras atendía al paciente Roberto Palao policial, sin perjuicio de ello somos 
Alfaro, en el área de Medicina Física, este del  criterio  que  ya  había  una 
último habría sustraído su celular Samsung S- sindicación que podía ser 
8 de su escritorio y que esta versión la iba a corroborada con la visualización del 
corroborar con un video. video que la agraviada había hecho 
 mención.     
  
 En  Atención,  a  lo  referido  en  la  
 ampliación  de  declaración  de  la  
 agraviada, se  manifiesta  que el 
       
3. Ampliación de declaración de Mónica despacho fiscal a cargo de la Sánchez 
Suarez, de fecha 12 de enero del investigación ya contaba con  
 2018, en la que mencionó hechos materia de elementos que habrían cuando 
 denuncia,  además de hacer  entrega de la menos   causado   un   grado   de  
 boleta de venta N° 010-456, por concepto de certeza al representante del MP en  
 un  celular  marca  Samsung,  modelo  S-8  – cuanto a la pre existencia del bien  
 Plus, valorizado en S/2800.00 soles.  hurtado, al tener la boleta de venta  
   del equipo celular dando 
   cumplimiento con lo establecido en  
   el Art. 201 del código penal.   
4. Escrito N° 01 – 2018, presentado por Mónica Respecto al escrito debemos 
 Sánchez Suarez con fecha 01 de febrero del precisar  que  este  no  es  una 
 2018, en el que se adjunta 01, CD – ROM – diligencia realizada por el 
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 PRIMCO-BUDGET de color blanco el mismo representante del MP, si no que por 
 que  contendría  video  de  la  cámara  de el contrario es una acción realizada 
 seguridad. por la parte agraviada en aras de 
 que  se  esclarezcan  los  hechos 
 materia de denuncia  
   
 En cuanto Al oficio N° 02 -2018, 
 señalamos que es un acto que, si 
 bien es cierto puede coadyuvar a la 
 realización de una    posterior 
 diligencia de visualización del CD 
 5. Oficio N°-02-2018-MP-FN-AR, de fecha 14 de de  video  entregado  por  la  parte 
 febrero del 2018, con la que se solicitó al área agraviada, siendo el motivo por el 
 de  informática  un  equipo  de  cómputo  con cual se solicitó al departamento de 
 lectora, el mismo que no ha sido respondido. informática dicho    equipo de 
 cómputo,  somos  del  criterio  que, 
 una    falta    de    respuesta    o 
 denegatoria  a  dicha  solicitud  no 
 sería    motivo suficiente para 
 exceptuar  la  realización  de  dicha 
 diligencia.    
     






Bien, luego de describir y analizar las actuaciones realizadas por el representante del 
 
MP a cargo, debemos precisar lo siguiente: 
 
Primero: Se  señaló como fundamento  de  archivo  la  Falta  de  elementos  
de 
 
convicción, esta justificación devendría en falsa debido a que el titular de la acción 
 
penal, es decir el fiscal, no ha agotado todos los mecanismos a fin de recabarlos, ya 
 
que, en la propia disposición de archivo no se evidencia en ningún extremo que se haya 
 
citado por lo menos al denunciado a fin de brindar su declaración de ser el caso, y este 
 
no haya concurrido a tal citación, no se evidencia acta de inconcurrencia alguna. 
 
Segundo: Sumado a ello, se ha puesto en evidencia que efectivamente la agraviada 
 
habría proporcionado mediante escrito un CD-ROM, el cual contendría los videos de 
 
vigilancia del día de los hechos, sin embargo el representante del MP, ante la falta de 
 




informática, optó por no llevar a cabo la visualización del video de vigilancia entregado 
por la agraviada, diligencia que a todas luces hubiese proporcionado elementos de 
convicción pertinentes, como la misma corroboración de la sindicación de la agraviada 
e identificación del autor del hecho delictivo con plenitud, en consecuencia, la 
afirmación “la imputación realizada por la denunciante no deja de ser la sola 
sindicación”, no cuenta con un respaldo pertinente que hubiese permitido afirmar 
dicha posición por parte del representante del MP. 
 
Tercero: Así mismo, tenemos que uno de los fundamentos de archivo de la presente 
disposición es el de no haber cumplido con los requisitos de preexistencia y 
 
valoración de la cosa materia de delito, el mismo que sería falso, ya que de la 
propia disposición de archivo se tiene que la agraviada si habría proporcionado un 
medio de prueba idóneo como es la boleta de venta N° 010-456, del celular de marca 
Samsung, modelo S-8 – Plus, valorizado en S/2800.00 soles. 
 
Finalmente podemos concluir que la disposición objeto de análisis presenta motivación 
aparente, vulnerando el derecho a la debida motivación, ello en el sentido que, el 
representante del MP a cargo de la investigación penal ha fundamentado su decisión 


































N° CARPETA FISCAL : 653-2018 
DISPOSICIÓN N° : 01-2018-MP-1FPPCP-AREQUIPA  
FECHA : 11 de septiembre del 2018 
Delito : Disturbio art. 315, Peculado de Uso art. 388, CP. 
 
La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 




Los hechos materia de investigación descritos en la presenta disposición de archivo 
son los siguientes: 
 
“Se denuncia a Cesar Marcacuzco Palomino por el delito de perturbación a la 
tranquilidad pública ya que habría azuzado a la población de Lari organizando un 
grupo de manifestantes para que se opongan al proyecto Gabi, siendo que el día 
02 de julio empezó la reunión en el local del salón Consistorial del Municipio en 
donde el alcalde y esas personas ingresaron violentamente a dicho local 
rompiendo la puerta de ingreso así como de varios enseres tales como sillas, 
mesas, mamparas de vidrio y objetos de audio, así mismo arengaban en contra 
del proyecto minero amenazando con quemar vehículos privados” (SGF-653-
2018). 
 
“Respecto al delito de Peculado, se tiene que el 01 de junio del año 2017 en el 
lugar de anexo Lloqueta Visuyoc de Anchaca del distrito de Lari se llevó a cabo 
el taller informativo de la declaración de Impacto Ambiental Proyecto Gaby, para 
tal actividad César Marcacuzco Palomino en su condición de Alcalde del Distrito 
de Lari, habría hecho mal uso de los vehículos (camión y camioneta) que tiene 
bajo su administración trasladando a trabajadores de la obra Cerco Perimétrico 




Fundamento de Archivo 
 
El representante del MP a cargo de esta investigación por el presunto delito de 
Disturbio y Peculado de Uso, archivó la presente en base al siguiente argumento. 
 
“Se debe tener en cuenta que la configuración del delito de DISTURBIOS 
requiere como elementos objetivos del tipo penal entre otros el atentar contra la 
integridad física de las personas o el causar grave daño a la propiedad pública o 
privada supuestos que no han sido alegados en la denuncia ya que el propio 
denunciante ha indicado que el denunciado y demás personas solo amenazaban 
con atentar contra la persona y la propiedad privada situación que no ha 
sucedido por lo que el tipo penal no se ha configurado”, (SGF-653-2018, 2018). 
 
Básicamente el fundamento de archivo de la presente disposición gira en torno a una 
falta de tipicidad en cuanto al delito de Disturbios, en el caso del delito de peculado de 
uso el fiscal a cargo no se ha pronunciado en ningún extremo. 
 
Análisis del fundamento de Archivo 
 
Como ya lo hemos mencionado anteriormente, hablar si una conducta es delictiva o 
no, hace referencia a un examen de tipicidad, el mismo que no ha sido desarrollado 
por el representante del MP, ya que en ningún extremo de su fundamento de archivo 
menciona la falta de algún elemento del tipo para la configuración de los delitos 
denunciados. En base a ello hemos realizado el siguiente cuadro: Imagen N° 6 – 





















Luego de haber realizado el análisis anterior, somos del criterio que, en efecto la conducta 
del denunciado encaja en el tipo penal de disturbios, en cuando a la tipicidad subjetiva de 
este es clara en atención de que tenía conocimiento y voluntad de ingresar a dicha 
exposición, lo que lo motivo a no ir solo si no con un grupo de personas, acción que se 
desprende de los propios hechos consignados en la disposición 01-2018. 
 
En cuanto al delito de peculado también denunciado en la presente disposición, no se 
tiene pronunciamiento alguno más que en la parte dispositiva donde se indica lo 
siguiente: 
 
“No formalizar ni continuar con la Investigación Preparatoria, contra CESAR 
MARCACUZCO PALOMINO por la presunta comisión del delito de 
PERTURBACIÓN DE LA TRANQUILIDAD PUBLICA, y PECULADO DE USO, en 
agravio de SIMÓN ACHACO SOTO Y EL ESTADO, en consecuencia se procede 
al ARCHIVO del presente caso”, (SGF-653-2018, 2018).(Subrayo nuestro) 
 
 
En tal sentido, debemos precisar que en cuanto al delito de peculado de uso, lo que 
debió realizar el fiscal a cargo de la presente investigación mínimamente fue el de 
derivar los hechos pertinentes hacia la fiscalía especializada en Delitos de Corrupción 
de Funcionarios, en atención a que este delito al encontrarse tipificado en el art. 388, 
del capítulo II, del Título XVIII, del Código Penal, estaría dentro de los delitos que la 
norma prevé para que la fiscalía especializada en Corrupción de Funcionarios conozca 
e investigue los hechos materia de denuncia. 
 
La norma es clara e indica que aquellos delitos tipificados en las secciones II, III y IV, 
es decir del Art. 382 al 401 del Código penal, corresponde su derivación a la Fiscalía 
Especializada en delitos de Corrupción de Funcionarios, requisito que desde nuestro 
punto de vista objetivo se cumple, es decir el representante del MP debió de derivar la 









En cuanto a la presente disposición 01-2018, materia de análisis, hemos evidenciado 
que en efecto esta cuenta con motivación aparente debido a que: 
 
Primero: El representante del MP, alega en su fundamento de archivo afirmaciones 
falsas al indicar que no se presenta elementos del tipo penal de Disturbios, los cuales, 
al realizar un análisis del mismo, hemos concluido que la conducta denunciada 
encajaría dentro de los parámetros establecidos en el Art. 315 del CPP. 
 
Segundo: Se advierte que el representante del MP, solo trató de dar un cumplimiento 
formal para justificar su decisión, ya que solo menciona el numeral 1 del art. 334 del CPP 
así como lo dispuesto por el art. 94, inc. 2 de la LOMP, y al remitirnos a este último se 
indica que, si el fiscal al calificar la denuncia la rechaza de plano la disposición que 
contiene su decisión debe ser debidamente motivada, en cuanto a ello hemos advertido 
que no se cumple con lo señalado, debido a que se evidencia motivación aparente. 
 
Tercero: En cuanto al delito de peculado también denunciado, hemos puesto en 
evidencia que solo en la parte dispositiva se hace mención al mismo, evidenciando 
motivación aparente debido a que dicha decisión, no guarda relación con lo 
denunciado es decir en ningún extremo de la disposición se subsume los hechos a la 
norma penal aplicable respecto a este delito, así mismo debemos mencionar que el 
representante del MP tampoco hizo una correcta calificación ya que los hechos 
denunciado como peculado pudieron ser derivados a la fiscalía especializada en 
delitos de corrupción de funcionarios. 
 
Por estas consideraciones la presente disposición vulnero el derecho a la debida 



















N° CARPETA FISCAL 








: 04 de noviembre del 2018  
: Estafa en la modalidad de Estelionato, art. 197 inc. 4 CP. 
 
 
La presente disposición luego de pasar por el instrumento denominado criterios de 
evaluación de las Disposiciones de Archivo, presenta motivación aparente, ello debido 




Los hechos materia de investigación descritos en la presenta disposición de archivo 
son los siguientes: 
 
“El 30 de enero del 2018, Idelfonso Melo Esquía, denuncia a Juan Carlos Ramos 
Cruz por la presunta comisión del delito de Hurto de un tractor agrícola 
inoperativo de marca SAMS y una moto car, color celeste de propiedad de la 
Asociación AMPACA, los mismo que se encontraban en un deposito antiguo de 
AMPACA, ubicada en el sector denominado La Cadena del distrito de Uchumayo 
a cargo del Sr. Juan Llasa Mollo, ante este hecho personal policial se constituyó 
al sector Irrigación El Cural lt. 594 distrito de Uchumayo, lugar donde se encontró 
los vehículos inoperativos, y a la persona de Juan Carlos Ramos Cruz quien 
refirió que el señor Juan Llasa Mollo le había vendido como chatarra dichos 
vehículos” (SGF-1960-2018). 
 
Fundamento de Archivo 
 
La presente disposición de Archivo cuenta como principal fundamento lo siguiente: 
 
 
“Se debe observar lo establecido por la jurisprudencia nacional la que en el marco de 
la clandestinidad en el que se produce la mayoría de los delitos, establece requisitos 
para que la sola sindicación pueda considerarse hábil para desvirtuar la presunción 
constitucional de inocencia, entre las cuales debe apreciarse la 
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persistencia en la incriminación es decir esta debe ser prolongada en el tiempo, 
sin ambigüedades ni contradicciones y la sindicación uniforme, lo cual no se 
cumple en el presente caso” (SGF-1960-2018). 
 
Análisis del fundamento de Archivo 
 
Debemos precisar que la norma procesal es clara y ha delimitado los supuestos en los 
que una denuncia puede ser archivada, refiriéndonos a lo establecido en el Art. 334 
del NCPP, en el que se indica que: 
 
El fiscal al recibir una denuncia o después de haber realizado diligencias preliminares 








Así mismo el representante del MP, puede archivar una investigación, alegando que no se 








Teniendo presente los supuestos en los que el fiscal puede archivar una denuncia en 
ninguno de los dos artículos señalados se expresa como causal de archivo la falta de 
persistencia en la incriminación. En el caso de que esta sea interpretada dentro de uno 
de estos, debemos mencionar que el titular de la acción penal en el caso en concreto 
fundamentó su decisión de archivar bajo la premisa de que, el agraviado habría 
incurrido en una falta de persistencia en la incriminación. 
 
Hecho que no cuenta con una corroboración, debido a que en ningún extremo de la 
disposición materia de análisis se desarrolla el porqué de dicha afirmación. Contrario 
sensu se tiene de la misma, que el agraviado habría entregado documentación 
pertinente a fin de comprobar la pre existencia del bien materia de Litis tal y como lo 




autor la cual ha sido corroborada por el supuesto comprador de los bienes, afirmación 
que se desprende de los propios hechos narrados en la disposición de archivo por lo 
que somos del criterio que en efecto si habría existido cuando menos una 
incriminación efectiva. 
 
En cuanto al argumento postulado por el representante del MP en el que afirma que la 
incriminación no fue continua en el tiempo debemos precisar que, de la misma 
disposición materia de análisis no se evidencia si el agraviado fue citado al despacho 
fiscal, de ser el caso y no haya asistido no se tiene constancia de alguna acta de 
inconcurrencia a fin de poder sustentar que efectivamente el agraviado habría dejado 





Luego de haber realizado el análisis respectivo, hemos llegado a la conclusión de que 
la presente disposición efectivamente cuenta con motivación aparente debido a que: 
Primero: El representante del MP alega afirmaciones falsas al indicar que el agraviado 
habría perdido el interés en la investigación hecho que colegimos de la afirmación 
dada en el fundamento de archivo como falta de persistencia en la incriminación, 
indicamos que esta de vendría en falsa debido a que el fiscal a cargo mínimamente ya 
habría tenido indicios de carácter liminar para proseguir con la misma toda vez que se 
tiene que el mismo agraviado habría cumplido con acreditar el bien sustraído, aunado 
a ello, no hay forma de poder evidenciar que lo dicho por el representante del MP sea 
verdadero debido a que no se cuenta con algún documento que respalde tal afirmación 
como lo sería un acta de inconcurrencia en el caso que el agraviado no haya asistido a 
declarar en más de una oportunidad. 
 
Segundo: En ningún extremo de la disposición estudiada se tiene que el fundamento 
falta de persistencia en la incriminación, cuente con un respaldo normativo ya que solo 
menciona la palabra jurisprudencia mas no hace referencia al número de expediente ni 
al órgano jurisdiccional que la hubiese emitido. 
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Finalmente, por tales consideraciones concluimos que se ha vulnerado el derecho a la 
debida motivación, ya que la disposición estudiada cuenta con motivación aparente al 
argumentar hechos que no cuentan con un sustento factico ni normativo, vulnerando 



























































































PRIMERA: Se determinó que en las disposiciones de archivo emitidas en la 1FPPC - 
Arequipa, en el periodo del año 2018, existe motivación aparente, ello luego de aplicar 
el instrumento denominado Ficha de Valoración del nivel de motivación en las 
disposiciones de archivo mediante indicadores, dado que del total de disposiciones 
analizadas, el 28% incurre en la misma, por lo que se puede concluir que existe una 
vulneración al derecho a la debida motivación de los sujetos procesales al emitirse la 
decisión de archivar una investigación, ya que el representante del MP no hace un 
análisis adecuado de los presupuestos facticos o normativos aplicables para el caso 
en concreto, además, no realiza una correcta subsunción de los hechos con la norma, 
con lo cual el derecho a la debida motivación queda afectado. 
 
SEGUNDA: Se analizó la naturaleza jurídica de la motivación aparente, encontrándose 
que esta figura jurídica surgió en el pronunciamiento emitido por el TC en el Exp. N° 
03943-2006, al determinarse los vicios en que puede incurrir una motivación jurisdiccional, 
estableciéndose que la motivación aparente se manifiesta cuando no existe una motivación 
en la decisión jurisdiccional, al no darse fundamentos justificativos mínimos, o al no 
contestarse todas las alegaciones de las partes, advirtiéndose de ello, 
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que si bien a primera vista dichas decisiones aparentan ser motivas, al observar las 
mismas desde un punto de vista lógico jurídico, se advertirá que estas no tienen un 
fundamento racional. 
 
TERCERA: Se analizó la naturaleza jurídica de la debida motivación, encontrándose 
que es un derecho fundamental de todos los sujetos de derecho dentro de un proceso 
jurisdiccional, en el cual la decisión adoptada por el magistrado tiene que estar 
conforme a derecho, aunado a ello, esta debe contener argumentos justificativos 
desarrollados de una forma lógica que permita obtener una justificación racional bajo 
los parámetros de criterios lógicos y racionales, que deberán estar plasmadas en la 
decisión final adoptada, lo que permitirá descartar cualquier decisión arbitraria o ilegal. 
 
CUARTA: Se analizó la naturaleza jurídica de las disposiciones de archivo, 
encontrándose que esta se manifiesta cuando el representante del MP, en el ámbito 
del ejercicio de sus funciones delegadas constitucionalmente, emite una decisión, la 
cual dispone la no formalización de la investigación preparatoria, al concurrir una serie 
de causales establecidas en el artículo 334°, inciso 1 del Código Procesal Penal, lo 
que permite archivar una investigación preliminar en sede fiscal, la cual a su vez no 
tiene contenido jurisdiccional, ya que no se comunica al Juez Penal. 
 
QUINTA: Se analizó las características de la motivación aparente en las disposiciones 
fiscales mediante indicadores de evaluación, encontrándose que en efecto existen 
ciertas falencias en las disposiciones de archivo emitidas por la 1FPPC - Arequipa, 
durante el año 2018, en específico, en cuanto a la redacción de los hechos objeto de 
investigación, así como en la subsunción de los hechos a la norma penal aplicable, 
concurriendo por tales consideraciones el vicio de la motivación aparente, ya que del 
total de la población objeto de estudio, solo el 60% de las disposiciones cuenta con 





























1. Se recomienda la realización de capacitaciones en temas de motivación 
jurisdiccional, en los cuales se desarrollen los pasos o procedimientos a seguir para 
obtener una decisión fiscal razonable y justificada, y a su vez, se desarrolle las 
características que una disposición de archivo deba contener para no vulnerar los 
derechos fundamentales de las partes, dentro de una investigación penal. Dichas 
actividades deben ser de carácter permanente, y en constante actualización, dado 
que existen nuevos pronunciamientos emitidos por la Corte Suprema y el Tribunal 
Constitucional, en donde se abordan temas relacionados íntimamente con la debida 
motivación y sus alcances jurídicos normativos. 
 
2. Se recomienda incluir en la malla curricular de las facultades de derecho, un curso 
que aborde temas ligados a la debida motivación de las resoluciones 
jurisdiccionales, en las cuales se brindará a los estudiantes casos reales, así como 
los medios probatorios respectivos recabados a lo largo del proceso, y en atención 
a ello, los estudiantes deberán evaluar cada uno de ellos, bajo los parámetros de la 
valoración probatoria, identificar las figuras aplicables para el caso, y postular 
diversas hipótesis de solución, para luego validar la hipótesis más correcta, lo cual 
mejorara sustancialmente el razonamiento de los estudiantes de derecho, así como 
la optimización de su redacción jurídica. 
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3. Se recomienda a los diversos despachos fiscales del Ministerio Público, que 
realicen una junta formal, en la cual se desarrolle el contenido que debe contener 
sus disposiciones de archivo, esto para uniformizar criterios en cuanto a las 
causales de archivo de una investigación preliminar, y obtener seguridad jurídica en 
las decisiones finales adoptadas por los representantes del MP. 
 
4. Se recomienda a los representantes del MP, que para el análisis respectivo de las 
carpetas fiscales, tomen notas de las diligencias realizadas en el transcurso de la 
investigación, y adviertan si existen algunas actuaciones pendientes que pueda 
cambiar el sentido de la decisión, y a su vez, deberán elaborar un esquema en el 
cual se analizará el tipo penal denunciado, sus elementos objetivos y subjetivos, lo 
que permitirá bajo estos supuestos, una decisión acorde a derecho y carente de 


















































- Imagen N° 01 – Comparativo entre etapas 
 
- Imagen N° 02 – Ejemplo de justificación interna 
 
- Imagen N° 03 – Ejemplo de justificación externa 
 
- Imagen N° 04 – Cuadro de Tipicidad 
 
- Imagen N° 05– Línea de tiempo 
 










- Grafico N° 01 – Población en estudio Según Delito, Arequipa 2018 
 





- Tabla N° 01 – Población de estudio según delito Arequipa 2018 
 
- Tabla N° 02 – Población de estudio según Motivación 
 








































































































































































ANEXO N° 04 – INSTRUMENTO DE OBSERVACIÓN  
 
 
Ficha de valoración del nivel de motivación de Disposiciones de Archivo mediante Indicadores 
N° De Carpeta Fiscal 
  Nro. De Disposición de    
  Archivo              
Indicadores de evaluación de Tema: Debida motivación en la Disposiciones Fiscales y motivación aparente en la 1FPPCA       
la disposición de archivo.  Valoración Cualitativa  Deficiente Bueno Excelente 
     Valoración Cuantitativa  0 1 2 
1. Claridad   Cuenta con lenguaje apropiado y una adecuada identificación de las partes.    
        
2. Hechos 
  En  la  disposición  de  archivo  se  explica  los  hechos  antecedentes,    
  concomitantes y posteriores, de manera clara.             
3. Análisis normativo 
 La disposición de archivo presenta fundamentos normativos sustantivos y    
 
procesales que sustenten la decisión de archivar el caso. 
    
        
4. Análisis Probatorio 
 Presenta un adecuado análisis de los elementos de convicción recabados    
 
durante la investigación preliminar. 
    
        
5. Análisis de subsunción 
Se explica cómo el hecho imputado no se subsume o no corresponde al    
supuesto de hecho de la norma penal aplicable al caso en concreto.             
6. Análisis doctrinario 
 La disposición de archivo presenta fundamentos doctrinarios que sustenten    
 
la decisión de archivar el caso. 
    
        
7. Análisis jurisprudencial 
La  disposición  de  archivo  presenta  fundamentos  jurisprudenciales que    
sustenten la decisión de archivar el caso. 
    
        
8. Identifica la causa La disposición de archivo presenta alguna causal establecida en el Art. 334    
 específica de Archivo. concordante con el Art. 336 del CPP y/o con el Art. 12 y Art. 94.2 de la LOMP.    
9. Tipificación del delito: 
 Se analiza jurídicamente si el hecho imputado es típico o no, si la conducta    
 
del actor es jurídica o antijurídica si el actor es o no culpable. 
    
        
10. Decisión   La decisión fiscal cuenta con un sustento lógico y coherente.     




 Valoración cuantitativa Valoración cualitativa 
Criterios de 
  
17 – 20 DEBIDA MOTIVACIÓN 
Evaluación 
  
11 – 16 MOTIVACIÓN APARENTE 
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